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Del diputado Rafael Alejandro Micalco Méndez, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la Semarnat, para que faculte a los gobiernos estatales como responsables de la
implementación del plan de manejo de vehículos al final de su vida útil. Se turna
a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, para dictamen. . . . . . . 
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5

6

Director General de
Crónica y Gaceta Parlamentaria

Gilberto Becerril Olivares

Presidente

Diputado Silvano Aureoles Conejo

Director interino del
Diario de los Debates

Luis Alfredo Mora Villagómez

Poder Legislativo Federal

Diario de los Debates
ORGANO OFICIAL DE LA CAMARA DE DIPUTADOS

DEL CONGRESO DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

Primer Periodo de Sesiones Ordinarias del Tercer Año de Ejercicio

Año  III México, DF, martes 7 de octubre de 2014 Sesión  14  Anexo

S U M A R I O



Año III, Primer Periodo, 7 de octubre de 2014 / Anexo Diario de los Debates de la Cámara de Diputados2

al Director en jefe del Registro Agrario Nacional, para que difunda las acciones
y atención que ha realizado al programa “Modernización del Catastro Rural
Nacional”. Se turna a la Comisión de Reforma Agraria, para dictamen. . . . . . . . 

CAUSAPENAL SEGUIDACONTRAPAOLAGERALDINE CERVANTES CEDEÑO

De la diputada Zuleyma Huidobro González, del Grupo Parlamentario Movi-
miento Ciudadano, proposición con punto de acuerdo, relativo a la causa penal
seguida en contra de la ciudadana Paola Geraldine Cervantes Cedeño. Se turna a
la Comisión de Derechos Humanos, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONCIENTIZAR Y REDUCIR LA INCIDENCIA DE EMBARAZOS EN
ADOLESCENTES

De la diputada María Sanjuana Cerda Franco, del Grupo Parlamentario Nueva
Alianza, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los titulares de
la SS y de la SEP, para que diseñen y fortalezcan las políticas públicas destinadas
a concientizar y reducir la incidencia de embarazos entre adolescentes en México.
Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONDENA LAS OFENSIVAS Y MISOGINAS EXPRESIONES DE ALEJANDRO
GARCIA RUIZ

De la diputada Carmen Lucia Pérez Camarena, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional, proposición con punto de acuerdo, por el que se hace una
enérgica condena a las ofensivas y misóginas expresiones hechas por el ciudada-
no Alejandro García Ruiz, por ser gravemente atentatorias de los más altos prin-
cipios constitucionales de libertad, igualdad y respeto entre mujeres y hombres. Se
turna a la Comisión de Igualdad de Género, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . 

MULTAS Y SANCIONES ECONOMICAS A FUNCIONARIOS PUBLICOS

Del diputado José Luis Muñoz Soria, del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática, proposición con punto de acuerdo, relativo a la difusión
de los créditos fiscales por cobrar, por concepto de multas y sanciones económicas
a funcionarios públicos, y los ingresos correspondientes a las recuperaciones de
2010 a 2014. Se turna a la Comisión de Transparencia y Anticorrupción,
para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

FEMINICIDIOS EN EL ESTADO DE MEXICO

De los diputados Ricardo Mejía Berdeja y Ricardo Monreal Ávila, del Grupo Par-
lamentario Movimiento Ciudadano, proposición con punto de acuerdo, por el que
se exhorta a diversas autoridades a emitir la declaratoria de alerta de violencia de
género e investigar los feminicidios en el estado de México.  Se turna a la Comisión
de Justicia, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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EVITAR LA INTRODUCCION DEL EBOLA AL TERRITORIO NACIONAL

Del diputado Mario Alberto Dávila Delgado, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a las
secretarías de Salud, de Relaciones Exteriores y de Gobernación, realicen de
manera urgente las acciones de coordinación en materia de sanidad internacional,
migratoria, marítima, terrestre y aérea, que establece la Ley General de Salud, con
el objetivo de evitar la introducción del virus Ébola al territorio nacional. Se turna a
la Comisión de Salud, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

COMISION ESPECIAL DEL 250 ANIVERSARIO DEL NATALICIO DEL
GENERALISIMO JOSE MARIA MORELOS Y PAVON Y EL BICENTENARIO
DE SU MUERTE

Del diputado Silvano Aureoles Conejo, del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática, proposición con punto de acuerdo, por el que se crea
la Comisión Especial para el festejo del 250 Aniversario del Natalicio del
Generalísimo José María Morelos y Pavón y del Bicentenario de su muerte. Se
turna a la Junta de Coordinación Política, para su atención.. . . . . . . . . . . . . . . . . 

APLICAR LO ESTABLECIDO POR EL ARTICULO 37 DE LA CONSTITUCION
POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN EL CASO DE
RAUL PLASCENCIA VILLANUEVA

De los diputados Ricardo Mejía Berdeja y Ricardo Monreal Ávila, del
Grupo Parlamentario Movimiento Ciudadano, proposición con punto de acuerdo,
por el que se exhorta al Ejecutivo Federal, a fin de aplicar lo establecido en
el artículo 37 Constitucional, en el caso de Raúl Plascencia Villanueva, al recibir
la Medalla de Primer Grado del Control Yuan del Gobierno de Taiwán, sin haber
solicitado la autorización correspondiente a la SRE. Se turna a la Comisión
de Gobernación, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

RESPONSABLES DE LOS CRIMENES CONTRA LOS ESTUDIANTES DE
LA NORMAL RURAL DE AYOTZINAPA, GUERRERO

De la diputada María del Socorro Ceseñas Chapa, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática, proposición con punto de acuerdo, para
exigir justicia ejemplar y expedita contra los responsables de los crímenes en
contra de estudiantes de la Normal Rural de Ayotzinapa, Guerrero. Se turna a la
Comisión de Derechos Humanos, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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PROPOSICIONES CON PUNTO DE ACUERDO

«Comunicación de la Presidencia de la Mesa Directiva de
la Cámara de Diputados, por la que informa el turno que le
corresponde a las proposiciones con punto de acuerdo re-
gistradas en el orden del día del martes 7 de octubre de
2014, de conformidad con el artículo 100, numeral 1, del
Reglamento de la Cámara de Diputados(*)

Con fundamento en el artículo 100, numeral 1, del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, se informa a la honora-
ble asamblea que los turnos dictados a las proposiciones
con punto de acuerdo, registradas en el orden del día del 7
de octubre de 2014 y que no fueron abordadas. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 7 de octubre de 2014.— Diputado
Silvano Aureoles Conejo (rúbrica), Presidente.»

«Proposiciones con punto de acuerdo

1. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Se-
marnat, para que faculte a los gobiernos estatales como
responsables de la implementación del plan de manejo de
vehículos al final de su vida útil, a cargo del diputado Ra-
fael Alejandro Micalco Méndez, del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les, para dictamen. 

2. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al director
en jefe del Registro Agrario Nacional, para que difunda las
acciones y atención que ha realizado al programa “Moder-
nización del Catastro Rural Nacional”, a cargo del dipu-
tado José Luis Muñoz Soria, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática. 

Turno: Comisión de Reforma Agraria, para dictamen. 

3. Con punto de acuerdo, relativo a la causa penal seguida
en contra de la ciudadana Paola Geraldine Cervantes Ce-
deño, a cargo de la diputada Zuleyma Huidobro González,
del Grupo Parlamentario Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Derechos Humanos, para dictamen. 

4. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los titula-
res de la SS y de la SEP, para que diseñen y fortalezcan las
políticas públicas destinadas a concientizar y reducir la in-
cidencia de embarazos entre adolescentes en México, a
cargo de la diputada María Sanjuana Cerda Franco, del
Grupo Parlamentario Nueva Alianza. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen. 

5. Con punto de acuerdo, por el que se hace una enérgica
condena a las ofensivas y misóginas expresiones hechas
por el ciudadano Alejandro García Ruiz, por ser grave-
mente atentatorias de los más altos principios constitucio-
nales de libertad, igualdad y respeto entre mujeres y hom-
bres, a cargo de la diputada Carmen Lucia Pérez
Camarena, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional. 

Turno: Comisión de Igualdad de Género, para dictamen. 

6. Con punto de acuerdo, relativo a la difusión de los cré-
ditos fiscales por cobrar, por concepto de multas y sancio-
nes económicas a funcionarios públicos, y los ingresos co-
rrespondientes a las recuperaciones de 2010 a 2014, a
cargo del diputado José Luis Muñoz Soria, del Grupo Par-
lamentario del Partido de la Revolución Democrática. 

Turno: Comisión de Transparencia y Anticorrupción, para
dictamen. 

7. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a diversas
autoridades a emitir la declaratoria de alerta de violencia
de género e investigar los feminicidios en el estado de Mé-
xico, suscrito por los diputados Ricardo Mejía Berdeja y
Ricardo Monreal Ávila, del Grupo Parlamentario Movi-
miento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Justicia, para dictamen. 

8. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a las secre-
tarías de Salud, de Relaciones Exteriores y de Goberna-
ción, realicen de manera urgente las acciones de coordina-
ción en materia de sanidad internacional, migratoria,
marítima, terrestre y aérea, que establece la Ley General
de Salud, con el objetivo de evitar la introducción del vi-
rus Ébola al territorio nacional, a cargo del diputado Mario
Alberto Dávila Delgado, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen. 
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9. Con punto de acuerdo, por el que se crea la Comisión
Especial para el festejo del 250 aniversario del natalicio
del Generalísimo José María Morelos y Pavón y del bi-
centenario de su muerte, a cargo del diputado Silvano Au-
reoles Conejo, del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática. 

Turno: Junta de Coordinación Política, para su atención. 

10. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecu-
tivo federal, a fin de aplicar lo establecido en el artículo 37
constitucional, en el caso de Raúl Plascencia Villanueva, al
recibir la Medalla de Primer Grado del Control Yuan del
gobierno de Taiwán, sin haber solicitado la autorización
correspondiente a la SRE, suscrito por los diputados Ri-
cardo Mejía Berdeja y Ricardo Monreal Ávila, del Grupo
Parlamentario Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Gobernación, para dictamen. 

11. Con punto de acuerdo, para exigir justicia ejemplar y
expedita contra los responsables de los crímenes en contra
de estudiantes de la Normal Rural de Ayotzinapa, Guerre-
ro, a cargo de la diputada María del Socorro Ceseñas Cha-
pa, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática. 

Turno: Comisión de Derechos Humanos, para dictamen.»

PLAN DE MANEJO DE VEHICULOS AL FINAL DE SU
VIDA UTIL

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
a la Semarnat a facultar a los gobiernos estatales como en-
cargados de implantar el programa de manejo de vehículos
al final de su vida útil, a cargo del diputado Rafael Alejan-
dro Micalco Méndez, del Grupo Parlamentario del PAN

El que suscribe, Rafael Alejandro Micalco Méndez, dipu-
tado integrante del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional en la LXII Legislatura, con fundamento en
lo dispuesto en el artículo 79 del Reglamento de la Cáma-
ra de Diputados, somete a la consideración de esta honora-
ble asamblea la siguiente proposición con punto de acuer-
do, por el que se exhorta a los gobierno estatales a través
de sus áreas encargadas al tenor de las siguientes

Consideraciones

Los depósitos, corralones y desmanteladores de vehículos
almacenan grandes cantidades de vehículos, generalmente
por periodos de tiempo muy prolongados, propiciando que
las sustancias y materiales peligrosos contenidos en ellos
se liberen al ambiente, generando un riesgo ambiental im-
portante. Actualmente estas instalaciones no cuentan con
la infraestructura necesaria para reducir esos riesgos, por
lo que es necesario que adecuen sus instalaciones para
brindar el tratamiento necesario.

Existen alrededor de 12,107 corralones o depósitos vehi-
culares en el país, según la Secretaría de Medio Ambiente
y Recursos Naturales (Semarnat). Todos ellos representan
una fuente de contaminación constante. Por su falta de
mantenimiento y tratamiento.

A pesar de la elevada generación de vehículos en su fase
de término de la vida útil, conocido internacionalmente co-
mo “End-of-Life-Vehicles” ELV, que se presenta en los
años recientes, en México aún no se cuenta con un sistema
de registro confiable de la baja de los vehículos ni con una
reglamentación en cuanto al manejo que deben recibir los
ELV para evitar problemas de contaminación ambiental. 

Sin embargo sí existen instrumentos legales que coadyu-
ven a la atención de esta problemática como lo son:

El Plan de Manejo de Vehículos al Final de su Vida Útil
elaborado por la Semarnat, busca que los depósitos de ve-
hículos incorporados, cuenten con las instalaciones ade-
cuadas y procedimientos operativos adecuados para que el
almacenamiento temporal de los vehículos no represente
un riesgo al ambiente. Asimismo, promueve la simplifica-
ción administrativa que les permita contar con mayor mo-
vimiento de unidades y espacio disponible de manera con-
tinua y bajo estándares únicos, siempre y cuando los
vehículos sean clasificados como VFVU, sean enviados a
su destrucción, o valorización y no regresen a la circula-
ción nuevamente.

Los vehículos al final de su vida útil son considerados un
residuo de manejo especial al encontrarse dentro de la cla-
sificación del artículo 19, fracción VIII de la Ley General
para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos
(LGPGIR) y la NOM-161-Semarnat-2011, los incluye en
su listado de residuos de manejo especial sujetos a presen-
tar plan de manejo. 



La composición promedio de los ELV se detalla en el cuer-
po del estudio, pero en grandes rubros los ELV están com-
puestos en un 68 % por metales ferrosos, un 9% de plásti-
cos, un 8% de metales no ferrosos, un 6% por vidrio y hule
y un 9 % por otros materiales, como textiles, baterías,
componentes eléctricos, etc. 

De esta composición se desprende que los ELV tienen un
potencial de recuperación de materiales para reciclaje del
75%, constituido sobre todo por los metales ferrosos y no
ferrosos, mientras que el resto generalmente no se recupe-
ra y tiene que ser tratado, aprovechado con fines energéti-
cos o dispuesto en los sitios de disposición final. 

Los ELV también contienen algunas sustancias o materia-
les peligrosos, que es el principal motivo de preocupación
en cuanto al manejo o disposición inadecuada de los ELV,
entre los cuales se tienen principalmente: componentes
que contienen mercurio, bolsas de aire, catalizadores, ba-
terías de plomo-ácido, fluidos operativos y los CFC de los
sistemas de aire acondicionado y los residuos de tritura-
ción de los ELV, conocidos como ASR.1

Sin embargo el Plan de Manejo de al final de su vida útil
está siendo ajustado por la Semarnat por lo que se le ex-
horta a que en este ajuste se determine que sean las Enti-
dades Federativas las responsables de la implementación
como por ejemplo que la coordinara la Asociación Nacio-
nal de Autoridades Ambientales Estatales, ya que actual-
mente su adhesión es voluntaria. 

En tanto esto sucede se exhorta a la Semarnat brinden a las
dependencias en los estados encargadas de la Protección al
Ambiente información, y material sobre la normatividad
federal y estatal con referencia al proceso de tratamiento
de los residuos generados por el manejo de vehículos al fi-
nal de su vida útil poniendo especial énfasis en el trata-
miento de los residuos especiales que se generen, siendo
una situación apremiante ya que los depósitos vehiculares
producen una cantidad igual o superior a 10 toneladas de
residuos al año o su equivalente.

El objetivo de la presente proposición es solicitar a la Se-
cretaría del Medio Ambiente y Recursos Naturales que
concluya los ajustes al plan de manejo para que todas las
entidades federativas puedan adherirse al Plan de Manejo
de Vehículos al Final de su Vida Útil para que todas las En-
tidades Federativas puedan adherirse e implementarlo lo
más pronto posible considerando las necesidades locales. 

Derivado de la importancia del tema ambiental que no
puede esperar más, se propone que en tanto las Entidades
Federativas implementan en su territorio el Plan de Mane-
jo de Vehículos al Final de su Vida Útil, se puede dar una
gestión de los residuos vehiculares a través de las Normas
Oficiales Mexicanas que regulan los Planes de Manejo de
residuos de manejo especial y residuos peligrosos. Para
ello es necesario que faciliten la información, normativi-
dad federal y estatal en la materia, a los actores involucra-
dos en el proceso de manejo de Vehículos al Final de su vi-
da útil.

Por lo anterior, someto a aprobación de la asamblea la si-
guiente proposición con 

Puntos de Acuerdo 

Primero. Se exhorta a las dependencias estatales encarga-
das de la Protección del Ambiente den a conocer la Norma
Oficial Mexicana NOM-161-Semarnat-2011 relacionada
con los planes de manejo de residuos de manejo especial y
residuos peligrosos, así como del programa nacional de re-
mediación de sitios contaminados en los depósitos vehicu-
lares como corralones, desmanteladores y trituradores.

Segundo. Que la Semarnat ajuste el Plan de manejo de ve-
hículos al final de su vida útil a efecto de que sea compe-
tencia de los gobiernos estatales su implementación, se-
guimiento y en su caso sanción.

Tercero. En el caso del Programa Nacional de Sitios Con-
taminados se exhorta a la Semarnat integre en el manejo
eficiente y seguimiento de su remediación los residuos pe-
ligrosos identificados en los contaminantes provenientes
del manejo de vehículos al final de su vida útil.

Nota:

1 Estudio elaborado por la Escuela Superior de Economía del Institu-
to Politécnico Nacional, para la Dirección de Manejo Sustentable de
Residuos Sólidos, de la Dirección General de Fomento Ambiental Ur-
bano y turístico, de la Secretaria del medio Ambiente y Recursos Na-
turales, mediante el convenio de colaboración DGRMIS-DAC-
DGFAUT-No. 020/2009. “Estudio de análisis, evaluación y definición
de estrategias de solución de la corriente de residuos generada por los
vehículos usados al final de su vida útil.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 7 de octubre de
2014.— Diputado Rafael Alejandro Micalco Méndez.»
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Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, para dictamen.

EL REGISTRO NACIONAL AGRARIO DIFUNDA LAS
ACCIONES DEL PROGRAMA DE MODERNIZACION
DEL CATASTRO RURAL NACIONAL

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al director en jefe del Registro Agrario Nacional a difundir
las acciones y la atención realizadas respecto al programa
Modernización del Catastro Rural Nacional, a cargo del
diputado José Luis Muñoz Soria, del Grupo Parlamentario
del PRD

Los suscritos diputados, José Luis Muñoz Soria, Roberto
López Suárez y Guillermo Sánchez Torres, integrantes del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática, en la LXII Legislatura del honorable Congreso de
la Unión, en ejercicio de la facultad otorgada por los artí-
culos 3, fracción XIX; 6, numeral 1, fracción I; 65, nume-
ral 4; 79, numerales 1, fracción II y 2, fracciones I y III; y,
113 del Reglamento de la Cámara de Diputados, se some-
te a consideración de esta honorable asamblea, el siguien-
te punto de acuerdo con base en los siguientes

Antecedentes

1. La propiedad social, se compone por ejidos y comuni-
dades agrarias, conocidos como núcleos agrarios, repre-
sentados por individuos que fueron beneficiados por el re-
parto agrario en 1915. En 1992, se da por concluido dicho
reparto, para dar inicio a su ordenamiento por medio de la
reforma constitucional al artículo 27, publicada en el Dia-
rio Oficial de la Federación del 6 de enero de 1992 y de su
Ley Reglamentaria, la cual da creación al Registro Agrario
Nacional, RAN, de la extinta Secretaría de la Reforma
Agraria, hoy Sedatu.

De conformidad con el artículo 148 de la Ley Agraria, pa-
ra el control de la tenencia de la tierra y la seguridad do-
cumental, el RAN, será el que inscriba los documentos en
que consten las operaciones originales y las modificacio-
nes que sufra la propiedad de las tierras y los derechos le-
galmente constituidos sobre la propiedad ejidal y comunal.
Tendrá además una sección especial para las inscripciones
correspondientes a la propiedad de sociedades.

2. Para efectos de lo dispuesto en la fracción XVII del ar-
tículo 27 constitucional, el RAN prestará la asistencia téc-
nica necesaria y se coordinará estrechamente con las auto-
ridades de las entidades federativas y el Instituto Nacional
de Estadística y Geografía. Será público y cualquier perso-
na podrá obtener información sobre sus asientos e inscrip-
ciones y obtener a su costa las copias que solicite.

En sus atribuciones está registrar:

I. Todas las resoluciones judiciales o administrativas
que reconozcan, creen, modifiquen o extingan derechos
ejidales o comunales;

II. Los certificados o títulos que amparen derechos so-
bre solares, tierras de uso común y parcelas de ejidata-
rios o comuneros;

III. Los títulos primordiales de las comunidades, y en
su caso, los títulos que las reconozcan como comunida-
des tradicionales;

IV. Los planos y delimitación de las tierras a que se re-
fiere el artículo 56 de la Ley Agraria;

V. Los planos y documentos relativos al catastro y cen-
so rurales;

VI. Los documentos relativos a las sociedades mercan-
tiles; 

VII. Los decretos de expropiación de bienes ejidales o
comunales; y

VIII. Los demás actos y documentos que dispongan es-
ta ley, sus reglamentos u otras leyes. 

También deberá llevar las inscripciones de todos los terre-
nos nacionales y los denunciados como baldíos.

3. Para la correcta operación del Programa de Moderniza-
ción del Catastro Rural Nacional, en el RAN, existe una
plataforma tecnológica: el Sistema Integral de Moderniza-
ción Catastral y Registral, SIMCR, en donde se integra to-
do el mosaico catastral que comprende alrededor de 94 mi-
llones de hectáreas y toda la información registral de más
de 50 millones de registros. Es decir, información geoes-
pacial y transaccional.



El SIMCR incluye información pormenorizada de la pro-
piedad social en México (ejidos y comunidades), que es
actualizada en el momento mismo que los usuarios del
RAN realizan algún trámite.

Entre los principales trámites que se realizan a través del
SIMCR destacan:

• Depósito y apertura de listas de sucesión.

• Expedición de copias certificadas y constancias.

• Títulos de propiedad.

• Expedición de constancias de inscripción y Certifica-
dos de derechos.

• Inscripción de actas constitutivas de sociedades de
producción rural o de solidaridad social.

• Conversiones de régimen ejidal a comunal o vicever-
sa.

• Padrones de sujetos agrarios.

4. Posterior a los diversos cambios administrativos entre el
Programa de Certificación de Derechos Ejidales y titula-
ción de solares al programa “Fondo de apoyo para núcleos
agrarios sin regularizar” en 2007. El SIMCR como res-
ponsable de integrar tanto la información documental, co-
mo registral, no mostro la posibilidad de medir tal objeti-
vo, toda vez que solo concentro información catastral, no
así los demás rubros. Por lo que la certeza jurídica en la te-
nencia de la tierra en cuanto a la seguridad documental,
por medio de la expedición de certificados y títulos de de-
rechos expedidos.

5. El RAN no tiene el método para medir la integración y
actualización documental, registral y catastral de la pro-
piedad social de México, de acuerdo a los resultados de la
Auditoria de Desempeño 12-0-15B00-07-0481.

6. No existe evidencia documental para la medición fide-
digna del índice de información integral de la propiedad
social y las localidades rurales, IIIPS, a razón de que el
RAN en el periodo 2007 2012, información estratégica
dentro de las metas en la política agraria nacional.

7. En términos de transparencia de la información para el
programa presupuestario en clasificación económica,

“P003 Modernización del catastro rural nacional” el Re-
gistro Agrario Nacional no publica datos al respecto en su
Portal de Transparencia. Fue necesario acudir a la búsque-
da fragmentada en otros sitios, como la página de Trans-
parencia Presupuestaria del Gobierno Federal para el ejer-
cicio de 2014 y para los años restantes en la Cuenta
Pública de la Hacienda Federal, de acuerdo al siguiente
cuadro:

Consideraciones

1. El programa presupuestario P003 Modernización del ca-
tastro rural nacional desde su creación en 2008, ha tenido
un costo de 562.4 millones de pesos, lo que ha significado
un 179 por ciento más que lo estimado en el Plan Maestro
del Programa para 2009-2012, no obstante de ello la inte-
gración y actualización de la información de la propiedad
social no es consistente, situación que no contribuye a la
certeza jurídica de la tenencia de la tierra de la propiedad
social.

2. No es posible cuantificar la integración y actualización
de la información documental, registral y catastral de la
propiedad social, así como la expedición de certificados y
títulos por medio del Sistema de Información que el RAN
creó en 2008 para tales efectos.

3. No existe homogeneidad en la información registral y
catastral en la identificación de la población de solares, so-
licitud de trámites y servicios en delegaciones estatales,
actualización del catastro en medios magnéticos que se ge-
neran de las sentencias y expropiaciones, aunado a que su
inscripción informática no cuenta con seguimiento y su-
pervisión.

4. Las bases de datos que sirven de sustento en la certifi-
cación y expedición de títulos de núcleos agrarios, no
cuentan con un mecanismo de control y validación.

5. Sólo 10 de las 32 delegaciones estatales han concluido
los procesos al 100 por ciento en la integración de la in-
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formación agraria por medio de los procesos “Migración
de información catastral”, “Migración de información re-
gistral” y “establecer el acceso a la información digitaliza-
da”.

Por lo fundado y motivado, solicitamos sea aprobado, de
urgente y obvia resolución, el siguiente:

Punto de Acuerdo

Único. Proposición con punto de acuerdo de urgente y ob-
via resolución por el que la honorable Cámara de Diputa-
dos, exhorta respetuosamente al director en jefe del Regis-
tro Agrario Nacional, licenciado Manuel Ignacio Acosta
Gutiérrez, a efecto de que haga del conocimiento público
la vinculación, cuales son las acciones y atención que ha
realizado al programa “modernización del catastro rural
nacional” para la homologación y unificación de criterios
y lineamientos técnicos con las delegaciones estatales, ya
que la información documental, catastral y registral tiene
problemas técnicos para la expedición de certificados de
derechos o títulos de propiedad, aunado a lo enunciado en
las observaciones y acciones emitidas por la Auditoría Su-
perior de la Federación, en las que señala que dicho siste-
ma de información, mostró inconsistencias en la auditoría
de desempeño 12-0-15B00-07-0481, por lo que no existe
confiabilidad en sus resultados, para transparentar sus ac-
ciones y fortalecer la rendición de cuentas y asegurar la
certeza jurídica de la propiedad social y tenencia de la tie-
rra en todo el país.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 7 de octubre de
2014.— Diputado José Luis Muñoz Soria (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Reforma Agraria, para dic-
tamen.

CAUSA PENAL SEGUIDA CONTRA PAOLA GERALDINE
CERVANTES CEDEÑO

«Proposición con punto de acuerdo, relativo a la causa pe-
nal seguida contra la ciudadana Paola Geraldine Cervantes
Cedeño, a cargo de la diputada Zuleyma Huidobro Gonzá-
lez, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano

Zuleyma Huidobro González, integrante de la LXII Legis-
latura del Congreso de la Unión y del Grupo Parlamenta-

rio de Movimiento Ciudadano, con fundamento en lo dis-
puesto por los artículos 6, fracción I, 79, numeral 2, frac-
ción II, y 113 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
presentan ante esta honorable asamblea el siguiente punto
de acuerdo de urgente u obvia resolución al tenor de la si-
guiente

Exposición de Motivos

En sus orígenes, la inocencia se tomó como un estado de
pureza absoluta; la lectura fue ideológica: se afirma que las
personas al nacer llegan al mundo inocentes, y ese estado
pervive en su existencia hasta la muerte. La aplicación en
el proceso penal de esta idea se transmite con igual inten-
sidad: sólo la sentencia judicial puede variar el estado de
inocencia. Y por eso cuando el juez “absuelve”, declara y
confirma dicho estado de inocencia, mientras que la “con-
dena” es constitutiva, pues a partir de ello nace un estado
jurídico nuevo.1

Mientras que la presunción de inocencia posee, además de
la eficacia procesal inherente a este derecho, una extrapro-
cesal de recibir la consideración y el trato de no autor o no
partícipe en hechos de carácter delictivo o análogos, el re-
conocimiento de inocencia va más allá: permite al senten-
ciado que ha sido declarado culpable de un delito, alegar
en su favor circunstancias supervenientes que demuestran
su inocencia.2

Lejos de ser de ser un simple procedimiento incidental, el
reconocimiento de inocencia debe verse como un derecho
subjetivo público que posee su eficacia en un solo plano:
el plano procesal; y que encuentra un influjo decisivo en el
régimen jurídico de la prueba. Es una institución de “ca-
rácter extraordinario y excepcional que reconociendo el
principio de seguridad jurídica surgido con la sentencia de-
finitiva, tiene por objeto corregir verdaderas injusticias co-
metidas por el juzgador penal, cuando habiendo condena-
do a una persona, posteriormente se demuestra de manera
fehaciente e indubitable que es inocente”.3

En México, para hablar de los derechos humanos de quie-
nes son parte de un proceso penal, debemos tener en con-
sideración la reforma constitucional de junio de 2008, ya
que en ella se incluyó de manera expresa el principio de
presunción de inocencia.

El artículo 20, apartado B, fracción I, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, establece que
toda persona imputada tiene derecho a que “se presuma su



inocencia mientras no se declare responsabilidad penal
mediante sentencia emitida por el juez de la causa”.

Como regla de trato, la presunción de inocencia opera no
sólo en lo que al juicio se refiere, sino también en las si-
tuaciones extraprocesales y constituye el derecho a recibir
la consideración y el trato de “no autor o no participe” en
un hecho de carácter delictivo o en otro tipo de infraccio-
nes mientras no se demuestre la culpabilidad.

La naturaleza y alcances del derecho fundamental a la pre-
sunción de inocencia determinan una configuración com-
pleja en su contenido, pues influyen con notoria eficacia
tanto en el tratamiento que debe darse al imputado antes y
durante el desarrollo del procedimiento, como en la activi-
dad probatoria que se practique con el fin de demostrar su
culpabilidad.

Sin embargo, no siempre se llevan a la práctica nuestro
texto constitucional, ya que hoy en día es muy común es-
cuchar en los medios de comunicación casos de personas
inocentes que se encuentran recluidos en una cárcel por la
imputación de delitos que no cometieron.

En la mayoría de los casos se debe a las inconsistencias ju-
diciales, la falta de pruebas contundentes, el cambio radi-
cal y “sospechoso” en las declaraciones de las víctimas, las
sentencias al vapor y la urgencia de las autoridades por
presentar culpables, dejando en el desamparo absoluto a
personas inocentes.4

Desafortunadamente un importante número de inocentes
están presos porque no tuvieron los recursos económicos
para demostrar su inocencia, o simplemente porque su pro-
ceso condenatorio estuvo plagado de vicios por parte de la
propia autoridad que no les permitió tener una sentencia
justa y transparente y conforme a derecho.

Uno de los casos más recientes sacados a la luz de la opi-
nión pública es el de Paola Geraldine Cervantes Cedeño,
quien fue privada de su libertad desde el pasado 23 de ma-
yo por agentes judiciales del Distrito Federal, cerca de su
domicilio, por el supuesto homicidio de una persona de se-
xo masculino el 29 de abril del 2011.

De acuerdo con los familiares de la hoy injustamente dete-
nida, ella se encontraba saliendo de su domicilio en Tultitlan,
estado de México, para dirigirse a la tienda, cuando fue
abordada por dos agentes judiciales los cuales querían saber
si respondía a alguno de los nombres o alias al de la orden.

Sin importar la diferencia de apellidos fue llevada con lu-
jo de violencia al juzgado 51 (cuyos hechos quedaron
asentados por la Comisión de Derechos Humanos del Dis-
trito Federal con el número de expediente CDHDF/1/121/
CUAUH/14/D3427), donde se le dictó de manera inme-
diata auto de formal prisión por el delito de homicidio.

Las pruebas en las que basa la investigación son una foto
extraída de su perfil de la red social Facebook y el testi-
monio de “vecinos anónimos” del autor intelectual del ho-
micidio, lo cual a todas luces no representan una prueba fe-
haciente para la imputación de dicho delito.

Ya que los peritajes que hasta ahora se han presentado y
están en posesión del juez son contrastantes, pues no exis-
ten coincidencias con el parecido de la supuesta cómplice
del homicidio con Paola Geraldine, así como los resulta-
dos del estudio antropométrico practicado.

A cuatro meses de su detención, Paola Geraldine se en-
cuentra pagando un delito que no cometió, pues a pesar de
que se han presentado las pruebas para decretar su inme-
diata y absoluta libertad, el juez 51 de lo penal en el Dis-
trito Federal  resolvió mantenerla en la cárcel, pues “no
podía determinar que ella no es la persona que las autori-
dades buscan”.

Evidentemente por actuaciones irregulares de la autoridad
se han vulnerado otros derechos fundamentales de Paola
Geraldine como lo son la dignidad humana, la libertad, el
honor, la intimidad e incluso la propia imagen.

Ante tal situación por la que atraviesa Paola Geraldine y su
familia, los diputados de Movimiento Ciudadano exhorta-
mos a las autoridades judiciales a llevar a cabo el respeto
del debido proceso y emita una resolución justa, así como
al jefe capitalino a garantizar la impartición de justicia
pronta y expedita.

Derivado de lo anterior, someto a consideración de esta
honorable Cámara de Diputados el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorte al presidente del honorable Tribunal
Superior de Justicia del Distrito Federal, al jefe de gobier-
no del Distrito Federal y al procurador general de Justicia
del Distrito Federal para que en al ámbito de sus faculta-
des garanticen la impartición de justicia pronta y expedita,
el respeto del debido proceso y se emita una resolución
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estrictamente apegada a derecho, en la causa penal segui-
da en contra de la ciudadana Paola Geraldine Cervantes
Cedeño.

Notas:

1 Hesbert Benavente Chorres, El derecho constitucional a la presun-

ción de inocencia en Perú y México, así como su relación con los de-
más derechos constitucionales, Centro de Estudios Constitucionales de
Chile, Universidad de Talca, año 7, número 1, 2009, páginas 59-89.

2
https://www.scjn.gob.mx/.../EL%20DERECHO%20A%20LA%20IN
OCE...

3 Véase Novena época. Tribunales Colegiados de Circuito. Semanario
Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo V, febrero de 1997, tesis
I. 1o. P.22P. Página 785. Número de registro 199,366, aislada, materia
penal. Amparo en revisión 881/96 Lorenzo Salazar Salazar. 29 de no-
viembre de 1996. Unanimidad de votos. Ponente: Germán Tena Cam-
pero. Secretario: Juan José Olvera López.

4 “La presunción de inocencia y otros Derechos del inculpado en el
proceso penal a la luz de sus análisis constitucional”. Conferencia de
la señora ministra Olga Sánchez Cordero de García Villegas, en la
Universidad Autónoma  de Coahuila, el 30 de mayo de 2014.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 7 de octubre de
2014.— (Rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Derechos Humanos, para
dictamen.

CONCIENTIZAR Y REDUCIR LA INCIDENCIA DE
EMBARAZOS EN ADOLESCENTES

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
a los titulares de la Ssa y de la SEP a diseñar y fortalecer
las políticas públicas destinadas a concienciar y reducir la
incidencia de embarazos entre adolescentes en México, a
cargo de la diputada María Sanjuana Cerda Franco, del
Grupo Parlamentario de Nueva Alianza

La que suscribe, María Sanjuana Cerda Franco, diputada
de la LXII Legislatura e integrante del Grupo Parlamenta-
rio de Nueva Alianza, con fundamento en los artículos 3,
fracción XVIII; 6, fracción I, 62, 76, fracción IV, y 79, nu-

meral 1, fracción II, del Reglamento de la Cámara de Di-
putados, respetuosamente somete a consideración del ple-
no la presente proposición con punto de acuerdo, confor-
me a la siguiente

Exposición de Motivos

Según la Organización Mundial de la Salud (OMS), la
adolescencia es el periodo en la vida de una persona que
comprende entre los 10 y los 19 años. Es esencialmente
una época de cambios, trae consigo enormes variaciones
físicas y emocionales, transformando al infante en adulto.

En la adolescencia, se define la personalidad, se construye
la independencia y se fortalece la autoafirmación. La per-
sona joven rompe con la seguridad de lo infantil, corta con
sus comportamientos y valores de la niñez y comienza a
construirse un mundo nuevo y propio.

Para lograr esto, los adolescentes todavía necesitan del
apoyo de la familia, la escuela y la sociedad, ya que la ado-
lescencia sigue siendo una fase de aprendizaje, mismo que
incluye también el conocimiento sobre métodos de planifi-
cación familiar que les orienten a llevar una vida sexual y
reproductiva libre de riesgos.

El embarazo adolescente es aquella condición de gestación
que ocurre durante la edad de la adolescencia, que com-
prende mujeres de hasta 19 años de edad, independiente de
la edad ginecológica.

Si bien el embarazo a cualquier edad constituye un hecho
psicosocial de gran trascendencia, en la adolescencia cobra
mayor importancia por los riesgos que puede conllevar,
tanto para la madre como para el hijo, ya que la adoles-
cente aún no alcanza la madurez física y mental para tener
un bebé y asumir la responsabilidad de la maternidad.

En muchos casos, las adolescentes que se embarazan pre-
sentan cuadros de mala nutrición, identificándose caren-
cias de los nutrientes esenciales para el buen desarrollo del
feto, como del recién nacido, lo que aumenta el número de
abortos espontáneos, partos prematuros o que los bebés
nazcan con bajo peso, situaciones que se presentan por la
inmadurez del cuerpo de la madre, pues su útero no se ha
desarrollado completa y adecuadamente.

Las afecciones maternas, perinatales y del recién nacido
son más frecuentes en las mujeres de menos de 20 años y
sobre todo en el grupo de las menores de 15 años.



Pero no sólo hay mayor riesgo de complicaciones para la
salud de la madre y el producto, sino desde el punto de vis-
ta sociocultural; esta situación conlleva a problemas fami-
liares que pueden ser tan dañinos como las mismas com-
plicaciones médicas.

El artículo cuarto de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos establece que todas las personas
tienen derecho a decidir de manera libre, responsable e in-
formada, el número de hijos que desean tener y el espacia-
miento entre ellos.

Para ejercer plenamente este derecho, es necesario contar
con la adecuada cobertura de servicios de salud para ase-
gurar la disponibilidad y el acceso a los servicios de plani-
ficación familiar, así como otorgar información y orienta-
ción veraz y suficiente que contribuya a la toma de
decisiones libres, responsables e informadas en materia se-
xual y reproductiva.

Lo anterior implica, desde el enfoque de la salud repro-
ductiva, recibir apoyo médico y atención calificada duran-
te el embarazo, parto y puerperio, y por complicación de
aborto; proteger la salud del recién nacido, gozar de una
sexualidad sin temor a embarazos no deseados o a contraer
infecciones de transmisión sexual (ITS), cuyas secuelas
pueden generar esterilidad e incluso la muerte de quien la
contrae.

De acuerdo con proyecciones del Consejo Nacional de Po-
blación (Conapo), en el país residen 44.8 millones de mu-
jeres de 15 años y más y según el Censo de Población y Vi-
vienda de 2010, siete de cada diez (71.6 por ciento) ha
tenido al menos un hijo nacido vivo y 27.1 por ciento no
los ha tenido, pero en todas ellas asiste el derecho a ejercer
una vida reproductiva libre de riesgos.

Inicialmente, la implementación de programas de planifi-
cación familiar estuvo orientada a que las mujeres pudie-
ran acceder a los medios para limitar o espaciar su fecun-
didad.

Actualmente, el enfoque de la salud reproductiva redimen-
siona esta connotación y el uso de métodos anticoncepti-
vos resulta ser un medio para que las mujeres y sus pare-
jas disfruten de una sexualidad libre de riesgos, sin el
temor de contraer infecciones de transmisión sexual, evi-
tando embarazos no deseados o de alto riesgo, donde se
ponga en peligro la salud de la madre o el producto.

El porcentaje de mujeres en edad fértil, usuarias de méto-
dos anticonceptivos, ha pasado de 30.2 a 75.2 por ciento
entre 1976 y 2009; sin embargo, a pesar de este incremen-
to, la cobertura de estos servicios no es universal y una de
cada diez mujeres en edad fértil no tiene satisfecha esta de-
manda, mientras que en las adolescentes de 15 a 19 años
aumenta a 24.6 por ciento.

Lo anterior nos lleva a profundizar en un tema trascenden-
tal en materia de política pública, el cual es el embarazo
adolescente, pues muchas de nuestras adolescentes inician
su actividad sexual sin la debida protección, exponiéndose
no sólo a un embarazo no deseado, sino también a enfer-
medades de transmisión sexual.

De acuerdo a la Encuesta de Salud y Nutrición 2012, del
total de adolescentes sexualmente activos, 14.7 por ciento
de los hombres y 33.4 por ciento de las mujeres no utiliza-
ron ningún método anticonceptivo en su primera relación
sexual1 y de acuerdo a la OMS “todos los años, alrededor
de 16 millones de niñas de 15 a 19 años dan a luz, lo que
representa aproximadamente 11 por ciento de todos los na-
cimientos en el mundo.

Otro dato que resulta importante destacar de la Ensanut
2012 es que “del total de adolescentes (12 a 19 años) que
tuvieron relaciones sexuales, la mitad, 51.9 por ciento, ha
estado alguna vez embarazada y 10.7 por ciento estaba
cursando un embarazo al momento de la entrevista”2.

Nuestro país ocupa el primer lugar en la frecuencia de em-
barazos adolescentes entre los países de la Organización
para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE),
con una incidencia anual de casi medio millón de embara-
zos en jóvenes menores de 20 años de edad; lo que genera
un promedio de mil 252 partos al día3.

En 2012 ocurrieron 2.2 millones de nacimientos, de los
cuales, 72.9 por ciento son de madres de 15 a 29 años. Un
aspecto que resulta importante destacar es que uno de ca-
da seis nacimientos (16.4 por ciento), son de madres ado-
lescentes de 15 a 19 años de edad.

De acuerdo con el director general del Instituto Mexicano
del Seguro Social (IMSS), José Antonio González, el em-
barazo en jóvenes es una problemática urgente a nivel na-
cional debido a las complicaciones que lo acompañan.

Las tasas de mortalidad son más altas si alguien se emba-
raza demasiado joven, también hay riesgos para los bebés,
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además de que el impacto en la calidad de vida de los in-
fantes y de las mamás jóvenes y jóvenes embarazadas se
van tornando complejas.

Aunado a esto, sólo 7 por ciento de los adolescentes que se
convierten en padres tienen una fuente segura de ingresos
económicos y están en capacidad económica para mante-
ner a sus hijos.

Asimismo, el embarazo adolescente provoca la mayor des-
erción escolar en bachillerato, ya que más de 80 por cien-
to de jóvenes que estudian y resultan embarazadas inte-
rrumpen sus estudios y, con posterioridad al nacimiento,
sólo algunas regresen a la escuela.

Situación que genera otro problema, puesto que la mayo-
ría de las adolescentes embarazadas se ven obligadas a de-
sertar del sistema escolar, quedando con un nivel de esco-
laridad muy bajo que no les permite acceder a un trabajo
digno y bien remunerado.

En nuestro país, la tasa de embarazo adolescente no es ho-
mogénea, como lo señala Leonor Calderón, representante
para México del Fondo de Población de Naciones Unidas
(UNFPA), hay estados donde es muy superior al promedio
latinoamericano (20 por ciento), como Quintana Roo,
Chiapas y Oaxaca4.

Además en los sectores rurales, sobre todo en poblaciones
indígenas y en los espacios de alta densidad migratoria del
país, constituye un problema de salud pública y social, por
las consecuencias múltiples que ello implica, en la aten-
ción del adolescente y del infante5

Sin duda, este tema tiene efectos multifactoriales en la sa-
lud, educación y en la construcción de un proyecto de vi-
da. Por tal motivo, el embarazo adolescente se manifiesta
con intensidad en la agenda social del país.

Desde nuestra visión, la prevención es un elemento funda-
mental para hacer frente al problema, pues las cifras ante-
riores revelan que más de un tercio de las adolescentes del
país no utilizaron algún método para prevenir un embara-
zo en su primera relación sexual.

Especialistas en la materia señalan que el embarazo a esta
edad no sólo representa un problema de salud para ella y
su producto, sino que también tiene una repercusión eco-
nómica para la madre, ya que implica menores oportuni-
dades educativas o el abandono total de sus estudios, as-

pectos que contribuyen a generar un contexto de exclusión
y de desigualdad de género.

El contexto anterior nos obliga a reiterar la importancia de
la educación sexual impartida en las escuelas, reforzando
lo establecido en la fracción décima del artículo 7o. de la
Ley General de Educación, el cual señala que el estado,
sus organismos descentralizados y los particulares, con au-
torización o con reconocimiento de validez oficial de estu-
dios “tendrán que desarrollar actitudes solidarias en los in-
dividuos y crear conciencia sobre la preservación de la
salud, el ejercicio responsable de la sexualidad, la planea-
ción familiar y la paternidad responsable, sin menoscabo
de la libertad y del respeto absoluto a la dignidad humana,
así como propiciar el rechazo a los vicios y adicciones, fo-
mentando el conocimiento de sus causas, riesgos y conse-
cuencias”.

Es fundamental reforzar los programas de prevención de
embarazos en la adolescencia, así como desarrollar estra-
tegias y campañas que permitan orientar y concientizar so-
bre las causas del embarazo adolescente, sus implicacio-
nes, las opciones para prevenirlo y explorar sobre los
aspectos que le permiten a este sector continuar con su
proyecto de vida.

En Nueva Alianza estamos convencidos de que el tema del
embarazo adolescente debe ser prioritario para la agenda
pública y del desarrollo nacional, porque su incidencia
desde 2006 va en aumento, y a diario se registran en pro-
medio más de mil doscientos partos de mujeres adolescen-
tes menores de 19 años, lo cual es algo grave para el desa-
rrollo psicosocial de las y los jóvenes del país.

En cuanto al abandono escolar de adolescentes embaraza-
das, consideramos pertinente diseñar o fortalecer las polí-
ticas públicas, oportunas y eficaces, enfocadas a los cen-
tros de educación básica, media superior y superior,
mismas que permitan a las jóvenes embarazadas o madres
adolescentes contar con un apoyo económico para conti-
nuar sus estudios básicos y en consecuencia poder aspirar
a un proyecto de vida funcional.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a la con-
sideración de esta soberanía, la siguiente proposición con

Puntos de Acuerdo

Primero. Se exhorta respetuosamente a la Secretaría de
Salud para que diseñe y fortalezca los programas enfoca-



dos a reducir la incidencia de embarazos de adolescentes
en México, reforzando las campañas implementadas para
la prevención y concientización sobre embarazos entre
adolescentes

Segundo. Se exhorta a la Secretaría de Educación Pública
a diseñar e implementar una política pública oportuna y
eficaz, focalizada en el nivel educativo básico, medio su-
perior y superior, que permita a las jóvenes embarazadas o
madres adolescentes, contar con un apoyo económico para
continuar sus estudios y en consecuencia, poder aspirar a
un proyecto de vida funcional; acompañando la imple-
mentación y reforzamiento de campañas de prevención y
concientización sobre embarazos entre adolescentes.

Notas:

1. Instituto Nacional de Salud Pública. Encuesta Nacional de Salud.
Resultados nacionales 2012.  http://ensanut.insp.mx/informes/ENSA-
NUT2012ResultadosNacionales.pdf. Consulta realizada el 30 de sep-
tiembre de 2014.

2. Ídem.; página 80 y 81.

3. Noticieros Televisa on line. México Primer Lugar en la OCDE en
embarazos de adolescentes. 24 de septiembre de 2014 http://noticie-
ros.televisa.com/mexico/1409/mexico-1er-lugar-ocde-embarazos-
adolescentes/ 

4. La Jornada “Al Alza, embarazos de adolescentes en México”. 24 de
septiembre de 2014 http://www.jornada.unam.mx/ultimas/2014/09/24/
imss-lanza-campana-contra-embarazos-no-deseados-2837.html 

5. Embarazo adolescente y madres jóvenes en México: una visión des-
de el Promajoven. http://www.promajoven.sep.gob.mx/archivos/titu-
los/Embarazo_Adolescente.pdf  

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 7 de octubre de 2014.— Diputada
María Sanjuana Cerda Franco (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

CONDENA LAS OFENSIVAS Y MISOGINAS EXPRE-
SIONES DE ALEJANDRO GARCIA RUIZ

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se formula
una enérgica condena a las ofensivas y misóginas expre-
siones del ciudadano Alejandro García Ruiz, gravemente

atentatorias contra los más altos principios constituciona-
les de libertad, igualdad y respeto entre mujeres y hom-
bres, a cargo de la diputada Carmen Lucía Pérez Camare-
na, del Grupo Parlamentario del PAN

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 6, frac-
ción I; 79, numeral 2, fracción II; y 113 del Reglamento de
la Cámara de Diputados, la diputada Carmen Lucía Pérez
Camarena y las diputadas y los diputados abajo firmantes
integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional, presenta ante esta Honorable Asamblea el si-
guiente punto de acuerdo, de urgente y obvia resolución, al
tenor de las siguientes

Consideraciones

El 20 de septiembre del año en curso, el ex diputado local
por el Partido Revolucionario Institucional en Chiapas,
Alejandro García Ruiz, refirió en un programa radiofónico
que conduce en Tapachula que “todas las leyes tienen la-
gunas, y como se dice desgraciadamente, las leyes como
las mujeres, se hicieron para violarlas”.

En el Grupo Parlamentario del PAN reprobamos y repu-
diamos profundamente las ofensivas expresiones hechas
por este ex diputado priista, en el programa “La Chorcha”
que se transmite de lunes a viernes por el 90.7 de FM del
corporativo Radio Núcleo.

Expresiones como la señalada por este individuo, no pue-
den ni deben dejarse de lado, por indiferencia o por des-
cuido. Por eso, en nuestro grupo parlamentario, las y los
diputados, no podíamos dejar de pronunciarnos y de mos-
trar nuestra severa condena por la grave ofensa que esta
persona cometió contra todas las mujeres, y en particular,
contra todas las personas que conforman la audiencia de su
programa, y de aquellas otras que de alguna manera cono-
cieron de su comentario.

Creemos que es inadmisible para cualquiera, pero más pa-
ra una persona pública como él, que se ostenta como líder
de opinión en una radiodifusora, expresarse de una mane-
ra tan misógina y lacerante contra las mujeres, tomándolas
evidentemente como un objeto del cual puede hacerse una
metáfora en la que se normaliza una de las formas de vio-
lencia más lacerantes contra ellas, la violación.

No nos equivoquemos, las expresiones señaladas por este
personaje, laceran sin duda la dignidad de todas las perso-
nas, y en específico, la dignidad de las mujeres chiapane-

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 7 de octubre de 2014 / Anexo15



Año III, Primer Periodo, 7 de octubre de 2014 / Anexo Diario de los Debates de la Cámara de Diputados16

cas, y de todas las mujeres mexicanas. Porque se trata de
las expresiones de un ex servidor público, y de una perso-
na que participa de las transmisiones radiofónicas que lle-
gan principalmente a la sociedad chiapaneca y de un pro-
bable formador de opinión pública.

No podemos permitirnos como sociedad, ni mucho menos
como representantes de las y los ciudadanos de este país,
pasar por alto que los medios de comunicación se permi-
tan estas expresiones misóginas, y se dé cabida en ellos a
personas que no conocen el verdadero significado del res-
peto, de la igualdad y de la libertad, valores todos ellos,
que las y los mexicanos debemos exigirnos sin miramien-
tos, para seguir conformando una patria que pueda llegar
ser verdaderamente ordenada y generosa. 

Por ello es inadmisible e indignante que una persona, a tra-
vés de un medio de comunicación, refiera de una manera
tan naturalizada una metáfora tan burda en la que involu-
cre uno de los bienes jurídicos que deben ser de los más al-
tamente protegidos por el Estado, como lo es la seguridad
y la vida de las mujeres, y por supuesto, su derecho a ser
tratadas, reconocidas y protegidas por los mismos dere-
chos y garantías que los hombres.

Lo sucedido en Chiapas, es doblemente grave, cuando su-
cede en un estado, que de acuerdo a la publicación: Femi-
nicidio en México aproximaciones tendencia y cambios
1985-2009, es el estado con menor índice de Desarrollo
Humano y menor índice de Desarrollo Relativo el Género.
O cuando, la Encuesta Nacional sobre la Dinámica de las
Relaciones en los Hogares ENDIREH 2011, reporta que la
violencia que fue infligida por sus parejas al 81.6 por cien-
to de las mujeres chiapanecas que enfrentaron violencia fí-
sica o sexual, fue violencia grave y muy grave, alcanzan-
do a más de 148 mil mujeres de 15 años y más, actual o
anteriormente unidas.

Lo que sucedió en Chiapas, sólo da muestra de lo mucho
que hay que trabajar aún para transformar en nuestro país,
esa cultura tan arraigada de discriminación y prejuicios
contra las mujeres. De lo mucho que hay por hacer para
que las personas reflexionemos sobre nuestros dichos, y
más aún, cuando participamos de la vida pública de nues-
tra sociedad.

Es por ello que el Grupo Parlamentario del PAN a través
del presente punto de acuerdo expresa su indignación y re-
pudio a todas las formas de violencia que impidan y aten-

ten contra el ejercicio de los derechos humanos de las mu-
jeres. Para nosotros, la violencia en contra de las mujeres,
en cualquiera de sus formas, es un hecho que no debe ser
tolerado de ninguna manera.

En Acción Nacional nos pronunciamos en contra de ex-
presiones misóginas que minimicen, ofendan y vulneren a
las mujeres en el ejercicio de sus derechos. Creemos que
todos, como sociedad, debemos cuidar el lenguaje para
que no sea ni ofensivo ni atentatorio contra la dignidad de
nadie.

Reconozcamos que el lenguaje ofensivo, denigratorio e in-
sultante también es una forma de violencia que habitual-
mente se ejerce contra las mujeres. Y que tenemos la obli-
gación de pararlo, no aceptarlo, e incluso, de censurarlo.

No sólo no es justo, sino que es totalmente contrario a la
ley a los ordenamientos jurídicos internacionales, que en
pleno siglo XXI las mujeres debamos de sufrir humillacio-
nes, difamaciones, calumnias y descréditos feroces, por el
sólo hecho de ser mujeres.

Por ello, resulta fundamental impulsar firmemente la de-
fensa y garantía del pleno ejercicio de los derechos de las
mujeres. Acción Nacional está porque la violencia contra
las mujeres deje de estar en el ámbito de la anécdota, el
rumor institucional o la prensa sensacionalista, para tras-
cender al plano de las garantías y la legalidad.

Sin duda, este problema afecta profundamente nuestro
tránsito hacia ese país democrático que todos y todas de-
seamos tener.

En Acción Nacional estamos por el respeto irrestricto a los
derechos humanos de las mujeres y por su salvaguarda, pe-
ro más aún, estamos por el respeto a su dignidad como per-
sonas. Por ello de ninguna manera consentimos que quien
sea, llámese, grupos, autoridades, empresarios, diputados,
ex diputados, actúen sin prudencia, respeto y consciencia
con actos violentos hacia las mujeres.

Es por ello y por lo aquí expuesto me permito formular la
siguiente proposición de urgente y obvia resolución con

Puntos de Acuerdo

Primero. La honorable Cámara de Diputados hace una
enérgica condena a las ofensivas y misóginas expresiones



hechas por el ex diputado priista, Alejandro García Ruiz,
en donde refirió que “las leyes como las mujeres, se hicie-
ron para violarlas”, por ser gravemente atentatorias de los
más altos principios constitucionales de libertad, igualdad
y respeto entre mujeres y hombres. 

Segundo. La honorable Cámara de Diputados exhorta res-
petuosamente al Ejecutivo federal y al gobernador de
Chiapas, para que, en el ámbito de sus respectivas faculta-
des, establezcan las medidas necesarias que garanticen a
las mujeres el derecho a una vida libre de violencia.

Tercero. La honorable Cámara de Diputados hace un res-
petuoso exhorto al Consejo Nacional para Prevenir la Dis-
criminación a que actúe de oficio para conocer de las ex-
presiones discriminatorias del ex diputado priista,
Alejandro García Ruiz, en donde refirió que “las leyes co-
mo las mujeres, se hicieron para violarlas”, y en su caso,
imponga las medidas administrativas y reparaciones perti-
nentes.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 7 de octubre de
2014.— Diputados: Carmen Lucía Pérez Camarena, Elizabeth Vargas
Martín del Campo, María Celia Uricel Castañeda, Aurora Aguilar Ro-
dríguez, Beatriz Yamamoto, Raquel Jiménez, Patricia Lugo, Alberto
Díaz T, Ana Paola López Birlain, Víctor Fuentes, Gabriel de Jesús Cár-
denas Guízar, Juan Carlos Uribe Padilla, Leonor Romero Sevilla, Ma-
ría Concepción Ramírez Diez Gutiérrez, Luis Alberto Villarreal Gar-
cía, Enrique Alejandro Flores Flores, Felipe Almaguer Torres, David
Cuauhtémoc Galindo Delgado (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Igualdad de Género, para
dictamen.

MULTAS Y SANCIONES ECONOMICAS A FUNCIO-
NARIOS PUBLICOS

«Proposición con punto de acuerdo, relativo a la difusión
de los créditos fiscales por cobrar por concepto de multas
y sanciones económicas a servidores públicos y los ingre-
sos correspondientes a las recuperaciones de 2010 a 2014,
a cargo del diputado José Luis Muñoz Soria, del Grupo
Parlamentario del PRD

Los suscritos diputados, José Luis Muñoz Soria, Roberto
López Suárez y Guillermo Sánchez Torres, integrantes del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-

crática en la LXII Legislatura del honorable Congreso de
la Unión, en ejercicio de la facultad otorgada por los artí-
culos 3o., fracción XIX; 6o., numeral 1, fracción I; 65, nu-
meral 4; 79, numerales 1, fracción II y 2, fracciones I y III;
y, 113 del Reglamento de la Cámara de Diputados, se so-
mete a consideración de esta honorable asamblea, el si-
guiente punto de acuerdo con base en las siguientes

Antecedentes

La Secretaría de la Función Pública, dependencia del Po-
der Ejecutivo federal, vigila que los servidores públicos fe-
derales se apeguen a la legalidad durante el ejercicio de sus
funciones, sanciona a los que no lo hacen así; promueve el
cumplimiento de los procesos de control y fiscalización
del gobierno federal, de disposiciones legales en diversas
materias, dirige y determina la política de compras públi-
cas de la federación, coordina y realiza auditorías sobre el
gasto de recursos federales, coordina procesos de desarro-
llo administrativo, gobierno digital, opera y encabeza el
Servicio Profesional de Carrera, coordina la labor de los
órganos internos de control en cada dependencia del go-
bierno federal y evalúa la gestión de las entidades, también
a nivel federal.

La Secretaría de la Función Pública entre sus principales
funciones y atribuciones, tiene las siguientes:

1. Conocer e investigar las conductas de los servidores
públicos, que puedan constituir responsabilidades ad-
ministrativas; aplicar las sanciones que correspondan
en los términos de ley y, en su caso, presentar las de-
nuncias correspondientes ante el Ministerio Público,
prestándose para tal efecto la colaboración que le
fuere requerida.

2. Formular y conducir la política general de la ad-
ministración pública federal para establecer accio-
nes que propicien la transparencia en la gestión pú-
blica, la rendición de cuentas y el acceso por parte de
los particulares a la información que aquélla genere.

3. A la Secretaría de la Función Pública de 2010 a 2014,
se le ha asignado un presupuesto para realizar sus fun-
ciones, mismo que ha ejercido de la siguiente manera:
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4. Por otra parte, el Servicio de Administración Tributa-
ria es un órgano desconcentrado de la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público, con el carácter de autoridad
fiscal, y con las atribuciones y facultades ejecutivas que
señala la Ley del Servicio de Administración Tributaria.

5. Entre las principales funciones del Servicio de Ad-
ministración Tributaria (SAT), se encuentran: la deter-
minación, liquidación y recaudación de impuestos y de-
más contribuciones y sus accesorios, así como la
vigilancia en el correcto cumplimiento de las obligacio-
nes fiscales.

6 Asimismo, el presupuesto que se le ha asignado a la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público en los últimos
años para cumplir con sus funciones, se ha ejercido co-
mo se muestra en la tabla siguiente:

Consideraciones

I. De la revisión a la Cuenta de la Hacienda Pública Fede-
ral de 2011, la Auditoría Superior de la Federación realizó
la Auditoría Financiera y de Cumplimiento número 11-0-

27100-02-0052, a la Secretaría de la Función Pública por
concepto “Gestión Sancionatoria”, en la cual emitió dicta-
men negativo, principalmente por los resultados, en donde
destacan los siguientes:

• La secretaría no reportó 49 sanciones económicas por
1, 033,679.8 miles de pesos en el Quinto Informe de
Ejecución del PND 2007-2012; de una muestra de 37
expedientes por 9, 931,771.5 miles de pesos, que co-
rresponden a 196 servidores públicos sancionados, que
se revisaron en la SPF y cuatro en el OIC.

• Se observó inactividad procesal por periodos que van
de 100 hasta mil 200 días, y se identificaron sanciones
económicas por 459,362.1 miles de pesos que fueron
impugnadas y ganadas por los servidores públicos san-
cionados, debido a que los OIC no motivaron ni funda-
mentaron las irregularidades imputadas y, en otros ca-
sos, prescribieron sus facultades sancionatorias por no
realizar las gestiones correspondientes en los plazos es-
tablecidos, destacando dos sanciones en Pemex Refina-
ción por 212,600.0 miles de pesos.

• De 27 expedientes por 1, 010,201.0 miles de pesos re-
visados en el SAT, se observó que no actualiza las ges-
tiones de cobro de los créditos fiscales en el Sistema In-
tegral de Recaudación.

• Durante 2011 el SAT recuperó, mediante las gestiones
de cobro de 54 créditos fiscales, 1,429.2 miles de pesos,
únicamente el 0.03 por ciento de los 5, 459,643.1 miles
de pesos de las sanciones económicas impuestas en
2011.

II. De conformidad con el segundo Informe de Labores
2013-2014 de la Secretaría de la Función Pública, la de-
pendencia reportó 14 mil 905 sanciones administrativas en
las que estuvieron involucrados 12 mil 651 servidores pú-
blicos de la administración pública federal que incurrieron
en faltas administrativas en el ejercicio de sus responsabi-
lidades. Del total de las medidas sancionatorias, se realiza-
ron las acciones siguientes: Se inhabilitaron a 2 mil 614
funcionarios, se suspendieron a 3 mil 299, se aplicaron
amonestaciones entre públicas y privadas a 8 mil 4 y se
impusieron 346 destituciones y 642 sanciones económicas
con un monto de mil 591 millones de pesos.

En el primer Informe de Labores se reportaron sanciones
económicas acumuladas por 864 millones de pesos; sin
embargo, en el segundo Informe de Labores correspon-



diente al periodo (2013-2014) no señala el monto de las
sanciones económicas acumuladas, además no se reporta
el índice de recuperaciones, ni el monto recuperado a la fe-
cha del informe de las sanciones económicas.

Adicionalmente, de la revisión al Informe consolidado del
Servicio de Administración Tributaria 2006- 2012, se de-
tecta que no incluye información respecto a los créditos
fiscales por concepto de sanciones económicas a funciona-
rios públicos que cobró por ese periodo y su página oficial
de Internet tampoco revela dicha información.

III. La Ley de Responsabilidades Administrativas de los
Servidores Públicos, en su artículo 30, párrafo tercero es-
tablece: 

“Las sanciones económicas que se impongan constitui-
rán créditos fiscales a favor del erario federal, se harán
efectivas mediante el procedimiento administrativo de
ejecución, tendrán la prelación prevista para dichos cré-
ditos y se sujetarán en todo a las disposiciones fiscales
aplicables”.

IV. El Código Fiscal de la Federación, en su artículo 4o.
señala:

“Son créditos fiscales los que tenga derecho a percibir
el Estado o sus organismos descentralizados que pro-
vengan de contribuciones, de sus accesorios o de apro-
vechamientos, incluyendo los que deriven de responsa-
bilidades que el Estado tenga derecho a exigir de sus
funcionarios o empleados o de los particulares, así co-
mo aquellos a los que las leyes les den ese carácter y el
Estado tenga derecho a percibir por cuenta ajena.

La recaudación proveniente de todos los ingresos de la
Federación, aun cuando se destinen a un fin específico,
se hará por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público
o por las oficinas que dicha Secretaría autorice”. 

V. Los artículos 1 y 75 de la Ley Federal de Presupuesto y
Responsabilidad Hacendaria disponen que la administra-
ción de los recursos públicos federales se realice con base
en criterios de legalidad, honestidad, eficiencia, eficacia,
economía, racionalidad, austeridad, transparencia, control,
rendición de cuentas y equidad de género, y que los subsi-
dios deberán sujetarse a los criterios de objetividad, equi-
dad, transparencia, publicidad, selectividad y temporali-
dad;

VI. La Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Infor-
mación Pública Gubernamental en su artículo 7, fracción
IX, indica que la información sobre el presupuesto asigna-
do, así como los informes sobre su ejecución, en los tér-
minos que establezca el Presupuesto de Egresos de la Fe-
deración. En el caso del Ejecutivo federal, dicha
información será proporcionada respecto de cada depen-
dencia y entidad por la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público, la que además informará sobre la situación eco-
nómica, las finanzas públicas y la deuda pública, en los
términos que establezca el propio presupuesto; asimismo
la fracción XVII; señala que con excepción de la informa-
ción reservada o confidencial, los sujetos obligados debe-
rán poner a disposición del público y actualizar, la infor-
mación de utilidad o que se considere relevante, además de
la que con base a la información estadística, responda a las
preguntas hechas con más frecuencia por el público.

También se debe proporcionar la información a que se re-
fiere el artículo anterior en su segundo párrafo, la cual de-
berá publicarse de tal forma que facilite su uso y com-
prensión por las personas, y que permita asegurar su
calidad, veracidad, oportunidad y confiabilidad.

Por lo anteriormente fundado y motivado, solicito sea
aprobado de urgente y obvia resolución los siguientes

Puntos de Acuerdo

Primero. Se exhorta respetuosamente al titular de la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público, Licenciado Luis
Videgaray Caso, haga del conocimiento público en su sitio
de Internet oficial, los créditos fiscales por cobrar por con-
cepto de sanciones económicas a funcionarios públicos, y
los ingresos correspondientes a las recuperaciones, en vir-
tud de que dicha información no aparece en el Informe
consolidado del Servicio de Administración Tributaria
2006- 2012.

Segundo. Se exhorta respetuosamente al titular de la Se-
cretaría de la Función Pública, licenciado Julián Olivas
Ugalde, haga del conocimiento público: el monto de las
sanciones económicas acumuladas, el índice de recupera-
ciones, así como el monto recuperado a la fecha del se-
gundo Informe de Labores de la dependencia. Asimismo
para que haga público su segundo informe de labores en su
página de Internet oficial.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 7 de octubre de 2014.— Diputado
José Luis Muñoz Soria (rúbrica).»
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Se turna a la Comisión de Transparencia y Anticorrup-
ción, para dictamen.

FEMINICIDIOS EN EL ESTADO DE MEXICO

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
a diversas autoridades a emitir la declaratoria de alerta de
violencia de género e investigar los feminicidios en el es-
tado de México, suscrita por los diputados Ricardo Mejía
Berdeja y Ricardo Monreal Ávila, del Grupo Parlamenta-
rio de Movimiento Ciudadano

Ricardo Mejía Berdeja y Ricardo Monreal Ávila, diputa-
dos integrantes del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano de la LXII Legislatura del honorable Congreso
de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en el artículo
6, numeral 1, fracción I; 79, numeral 1, fracción II, del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, presentan a esta so-
beranía la siguiente proposición con punto de acuerdo co-
mo de urgente u obvia resolución, conforme a las
siguientes

Consideraciones

La violencia es un hecho social en buena parte resultado de
un comportamiento aprendido en contextos permeados por
desigualdades sociales, que se han extendido a todo ámbi-
to de nuestra vida cotidiana, las situaciones en donde se
ejerce la violencia se multiplican, ejecutados por personas
que no reconocen los derechos y la dignidad de otras. 

Muchas de esas formas de violencia están relacionadas con
el género. Son prácticas que se actúan para demostrar
hombría y poder de dominio hacia las mujeres o hacia
otros hombres, para imponer la voluntad de quienes se es-
timan fuertes por encima de aquellos a quienes se conside-
ran débiles. 

Otras prácticas violentas se ejercen entre padres, madres,
hijos e hijas, y suelen transmitirse de generación en gene-
ración, todas basadas en la desigualdad de poder.

La violencia basada en el género (VBG) ha sido reconoci-
da como un problema polifacético, de raíces biológicas,
psicológicas, sociales y ambientales, para el que no existe
una solución sencilla o única; al contrario, es una cuestión

que debe abordarse desde varios niveles y en múltiples
sectores de la sociedad simultáneamente (OPS, 2005). 

La violencia hacia las mujeres es una de estas formas de
VBG, producto de relaciones de poder desiguales entre
hombres y mujeres, así fue reconocido en una reciente de-
finición de la ONU en la que subraya que este tipo de vio-
lencia está asociada a la “concepción social de lo que sig-
nifica ser hombre o ser mujer. [De modo que] cuando una
persona se desvía de lo que se considera un comportamien-
to “normal” [por fuera de las concepciones tradicionales de
lo femenino y lo masculino] se convierte en objetivo de la
violencia. Esta realidad se agudiza especialmente si se
combina con actitudes discriminatorias por razón de la
orientación sexual o cambios en la identidad de género”
(Naciones Unidas, 2006).

La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señala-
do en la sentencia del Caso González y Otras (“Campo Al-
godonero”) vs. México, del 16 de noviembre de 2009,i la
suma de impunidad, insensibilidad y ausencia en la rendi-
ción de cuentas por parte de un sector considerable de las
autoridades encargadas de procurar justicia en los críme-
nes que privan de la vida a las mujeres, termina haciendo
sinergia con la violencia y la discriminación sistemática
hacia ellas, derivada de estructuras patriarcales y machis-
tas todavía muy asentadas en prácticas, valores, normas e
incluso disposiciones jurídicas del país. La violencia con-
tra las mujeres se caracteriza por:

• Su invisibilidad, producto de las pautas culturales que
aun priman en nuestras sociedades, en las que la vio-
lencia intrafamiliar o de pareja y los abusos sexuales de
conocidos, familiares o desconocidos, son concebidos
ya sea como eventos del ámbito privado donde los de-
más –incluso las autoridades- no deben inmiscuirse, o
como contingencias frecuentes en la vida de una mujer.

• Su “normalidad”. La cultura patriarcal justifica o “auto-
riza” al varón para ejercer violencia contra la mujer cuan-
do su objetivo es “corregir” comportamientos que se sa-
len de la norma, que no se adecuan a su rol esperado de
madre, esposa y ama de casa. Dicha cultura justifica, asi-
mismo, la potestad de cualquier varón para intervenir o
controlar la vida de las mujeres o usar distintos tipos de
violencia en contra de una mujer que “desafía” o trans-
grede las fronteras culturales del género. 

• Su impunidad, que es consecuencia directa de los dos
puntos anteriores, ya que si la violencia entre parejas o



intrafamiliar es justificada como “natural” o como
“asunto privado”, no puede ser juzgada como violación
a ningún derecho y, por lo tanto, no es sancionable.
Además, este tipo de violencia es justificada cuando la
ejerce un hombre desconocido sobre una mujer “trans-
gresora”. De suerte tal que en el imaginario común de
la mayoría de la población, y aún en gran parte de los
operadores de la procuración de justicia, la violencia
hacia las mujeres no es condenable.

La Declaración para la Eliminación de la Violencia contra
la Mujer emanada de esa conferencia, el 20 de diciembre
de ese año, reconoce que la VBG: 

“… constituye una manifestación de relaciones de poder
históricamente desiguales entre el hombre y la mujer, que
han conducido a la dominación de la mujer y a la discri-
minación en su contra por parte del hombre e impedido de
adelanto pleno de la mujer (…) la violencia contra la mu-
jer es uno de los mecanismos sociales fundamentales por
los que se fuerza a la mujer a una situación de subordina-
ción respecto del hombre” (resolución de la Asamblea Ge-
neral 48/104 del 20 de diciembre de 1993).

La VBG se refiere así a una gama de costumbres, prácticas
machistas y misóginas, que imponen pautas de una mascu-
linidad basada en el uso de la fuerza y la violencia en las
relaciones entre hombres y en contra de mujeres de todas
las edades. Estas prácticas abarcan diversos tipos de com-
portamientos físicos, emocionales, sexuales o económicos,
hasta llegar incluso a la privación de la vida.

Como ha reconocido la Organización Panamericana de la
Salud (OPS, 20015), este tipo de violencia deriva de nor-
mas culturales –incluso institucionalizadas jurídicamente-
que otorgan poder y autoridad a los hombres sobre las mu-
jeres para disponer de su libertad, de sus cuerpos, de su
progenie y puede llegar a legalizar o tolerar la mutilación,
el maltrato o la privación de la vida de las mujeres, en ám-
bitos como el hogar la familia, el trabajo, y los espacios
públicos y comunitarios.

Apoyados sobre la base de la Declaración Universal de los
Derechos Humanos, los movimientos de mujeres se apro-
piaron de la terminología acordada universalmente y trans-
formaron el marco internacional de derechos humanos pa-
ra abordar sus preocupaciones.

Como ha apuntado la Relatora Yakin Ertük (Naciones
Unidas, 2007):

“Gracias a las luchas comunes de mujeres de diversas
culturas y procedencias, dentro de las Naciones Unidas
surgió un régimen bien establecido de igualdad entre
los géneros y derechos de la mujer, que reflejaba desde
el interior una cultura de universalidad. Estas normas
establecen la primacía del derecho de la mujer a vivir
sin estar sometida a la violencia de género y estipula
que los Estados no pueden invocar ningún discurso cul-
tural, lo que incluye las nociones de costumbre, tradi-
ción o religión, para justificar o condonar cualquier ac-
to de  violencia. 

“Ello también significa que no pueden negar, aceptar
como normal o de otra manera minimizar el daño que
causa esa violencia, haciendo referencia a esas nocio-
nes. En cambio, se pide a los Estados expresamente
que condenen la violencia, lo que suponen denunciar
cualquier discurso cultural que se formule para justifi-
carla.”

En este sentido, la aprobación en 1979 de la Convención
sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discrimina-
ción contra la Mujer (CEDAW, por sus siglas en inglés)
por la Asamblea General, exigiendo a los Estados que
adopten todas las medidas adecuadas, incluida una legisla-
ción para modificar o abolir las leyes, reglamentaciones,
costumbres y prácticas vigentes que constituyen discrimi-
nación contra la mujer, además de estipular que los Esta-
dos “tomarán todas las medidas apropiadas para modificar
los patrones socioculturales de conducta de hombres y mu-
jeres” relacionados con la desigualdad de los sexos o fun-
ciones estereotipadas por género.

Posteriormente, la ONU emitió en diciembre de 1993 una
declaración especial, la Declaración sobre la Eliminación
de la Violencia contra la Mujer, acordada por la Asamblea
General, documento en el que se situó a la violencia con-
tra las mujeres como un problema de derechos humanos,
afirmando que las mujeres tienen igualdad de derechos al
disfrute y protección de sus derechos humanos y libertades
fundamentales, incluyendo la libertad y seguridad a la per-
sona, a una vida libre de tortura o de cualquier castigo o
trato cruel, inhumano o degradante.

Dicho documento amplió el concepto de la violencia en
contra de las mujeres para reflejar las condiciones reales
de sus vidas, reconociendo no sólo la violencia física, se-
xual y psicológica, sino también las amenazas de este tipo.
Aborda la violencia contra las mujeres tanto en el espacio
público como en el privado. Reconoció, además, la violen-
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cia que privadamente victimiza a las mujeres, convirtién-
dola en un problema público.

Sin embargo, a pesar de estos grandes avances, en México,
esta lucha ha sido virtualmente imposible.

“La violencia contra la mujer en México puede descri-
birse como la punta de un iceberg que oculta bajo la su-
perficie problemas sistémicos más complejos que sólo
pueden entenderse en el contexto de, por un lao, una
desigualdad de género arraigada en la sociedad y, por el
otro, un sistema jurídico y de gobierno dividido en va-
rios niveles que no responde con eficacia a los delitos
de violencia, incluida la violencia de género”. Naciones
Unidas, 2006.

En los últimos años, la violencia contra las mujeres se ha
incrementado de forma alarmante a lo largo del país. A pe-
sar de ello, las autoridades responsables a nivel federal y
local, no han implementado las medidas integrales necesa-
rias para erradicar este fenómeno, que junto con el patrón
sistemático de impunidad, generado por la falta de investi-
gación, juzgamiento y sanción por el sistema de adminis-
tración de justicia.

Según el Informe sobre Feminicidio en México,ii elabora-
do por ONU Mujeres, el Instituto Nacional de las Mujeres
y el Colegio de México, nuestro  país ocupa el lugar 16 en
la incidencia de homicidios contra mujeres en el plano
mundial, debido a que se ha registrado un aumento soste-
nido desde el año 2007.

De acuerdo a cifras recopiladasiii por el Observatorio Ciu-
dadano Nacional del Feminicidio (OCNF) entre 2007 y
2008 se registraron 1,221 asesinatos de mujeres sólo en 12
estados de la República (Chihuahua, Distrito Federal, Es-
tado de México, Guanajuato, Jalisco, Morelos, Nuevo Le-
ón, Sonora, Tamaulipas, Tlaxcala, Tabasco y Yucatán). 

El análisis reveló que la violencia feminicida ocurría con
mayor frecuencia contra mujeres de 21 a 40 años de edad
(43 por ciento de los casos registrados) y en menor medi-
da, contra niñas y jóvenes menores de 20 años (23 por
ciento). En estos casos, 26 por ciento de los asesinatos se
cometieron con arma de fuego, mientras que 43 por ciento
de las mujeres perdió la vida como consecuencia de actos
que implicaron el uso excesivo de la fuerza.

Desde el inicio de la administración de Enrique Peña Nie-
to como gobernador de estado de México en 2005 hasta el

2010, se registraron 1003 casos de presuntos feminicidios
en dicha entidad, concentrándose el 54 por ciento en diez
municipios (Ecatepec de Morelos, con 118 casos, Netza-
hualcóyotl con 71, Tlalnepantla de Baz con 53, Toluca con
45, Chimalhuacán con 42, Naucalpan de Juárez con 40,
Tultitlán con 35, Ixtapaluca con 31, Valle de Chalco con 30
y Cuautitlán Izcalli con 25 casos).

A partir de la información proporcionada por la Procura-
duría General de Justicia del Estado de México al OCNF,
se reconoció que sólo en el 2011, se habían cometido 282
asesinatos de mujeres en la entidad. 

Sin embargo, la Procuraduría sólo investiga como femini-
cidios 53 casos, a pesar de que en 63 por ciento de los ca-
sos, las víctimas murieron por actos que implican el uso
excesivo de la fuerza, lo cual refleja la saña con la que fue-
ron privadas de la vida.

Según la información recopilada por el OCNF, la edad de
las mujeres víctimas descendió durante estos años, pues el
41 por ciento de las víctimas tenían entre 11 y 30 años de
edad, mientras que el 35 por ciento tenía de 31 a 50 años. 

El 44 por ciento de las víctimas eran empleadas, estudian-
tes o comerciantes, mientras que el 24 por ciento eran
amas de casa. Del total de las mujeres asesinadas, 51 por
ciento de las víctimas murieron a consecuencia de golpes,
quemaduras, traumatismos, asfixia o heridas punzo cortan-
tes, mientras que el 46 por ciento de ellas murieron a cau-
sa de un arma de fuego.

Es preocupante que en el 56.72 por ciento de los asesina-
tos de mujeres, las autoridades desconocen quién es el
agresor y homicida. 

Sólo en los casos donde el asesinato fue cometido por una
persona conocida (pareja, familiar o vecino) las autorida-
des conocen la identidad del victimario, y se le ha podido
consignar, lo que refleja una falta de diligencia debida en
la investigación de los feminicidios.

En México y en particular, en el estado de México se vive
un patrón de impunidad sistémica,iv reflejo de la falta de
acceso a la justicia. Frecuentemente las víctimas, al inten-
tar acceder al sistema de justicia, son maltratadas y discri-
minadas. 

En la etapa de investigación, las mujeres se enfrentan con
retrasos injustificados, falta de realización de pruebas pe-



riciales clave para la investigación e intromisiones injusti-
ficadas en su vida privada, así como la culpabilización y
descalificación por parte de las autoridades.

Una gran mayoría de los casos de violencia contra las mu-
jeres continúan sin ser formalmente investigados, juzgados
y sancionados por el sistema de administración y procura-
ción de justicia, tanto a nivel federal como estatal. 

Ello responde, entre otras cosas, a la ausencia de cuerpos
especializados que integren y realicen con eficacia y trans-
parencia las investigaciones y averiguaciones previas. Así
como la ausencia y desconocimiento de protocolos de in-
vestigación especializados para casos de feminicidio y el
predominio de una cultura patriarcal en los impartidores de
justicia que estigmatizan a las víctimas mediante la recu-
rrente descalificación de sus declaraciones. Incluso acu-
sando a las mujeres de haber provocado la violencia de que
fueron objeto y que en su caso, denunciaron.

La información con la que se cuenta actualmente, confir-
ma que las acciones implementadas por el Estado de Mé-
xico, no corresponden a la dimensión del fenómeno de vio-
lencia contra las mujeres en la entidad y la falta de acceso
a la justicia para las mujeres, aún bajo una nueva adminis-
tración a cargo de Eruviel Ávila Villegas.

Se han creado instancias como la Subprocuraduría Espe-
cializada de Delitos contra Mujeres, se ha tipificado el ho-
micidio agravado por razones de género y se ha creado un
protocolo de actuación en la investigación del delito de ho-
micidio desde la perspectiva del feminicidio, pero no se ha
resuelto de fondo el problema de discriminación, violencia
e impunidad que persiste en la entidad.

Este contexto de simulación se evidencia en la inexistencia
de diagnósticos sobre el tratamiento que brindan a las víc-
timas, las autoridades responsables de atender y sancionar
los diferentes tipos de violencia contra las mujeres. No se
dan capacitaciones al personal encargado, ni existen pro-
cesos ni mecanismos para su selección, mucho menos, he-
rramientas de seguimiento y evaluación de la atención que
brindan a las víctimas de violencia.

Esto refleja no sólo el desinterés, la omisión y la negligen-
cia en las investigaciones, sino también, la existencia de
actitudes discriminatorias hacia las mujeres y niñas de la
entidad, caracterizadas por valoraciones subjetivas plaga-
das de estereotipos, que minimizan la problemática y jus-
tifican la falta de atención.

Se requiere de un cambio estructural que trascienda el dis-
curso político y se transforme en acciones concretas que
contribuyan a prevenir y erradicar la violencia contra las
mujeres. Esto mediante una respuesta eficaz que garantice
la protección, el acceso a la justicia y el actuar con la de-
bida diligencia, a través de investigaciones adecuadas y
sanciones a los responsables, que evite que se continúe
perpetuando la impunidad, en el Estado de México y en el
resto de la República Mexicana.

Por estas razones en diciembre de 2010, el OCNF solicitó
al Sistema Nacional para prevenir, atender, sancionar y
erradicar la Violencia contra las Mujeres se emitiera la De-
claratoria de Alerta de Género, por el contexto de violen-
cia feminicida en el estado de México, sin embargo, el 11
de enero de 2011 en sesión extraordinaria, sin fundamen-
tación y motivación decidió no emitir la declaratoria de la
alerta de género y por el contrario antepusieron intere-
ses políticos por encima de la vida, libertad y seguridad de
las mujeres en esa entidad.

Una vez que fue desechada la alerta en ese momento por-
que se consideró que era una “campaña de desprestigio
contra Enrique Peña Nieto”, el gobierno mexiquense pro-
cedió a introducir en el Código Penal el término del femi-
nicidio y su tipificación, así como a crear una subprocura-
duría especializada.

Lo preocupante es que esas acciones no significaron la
disminución de la violencia contra las mujeres, pues de
2011 a 2012 se han registrado más de 600 casos con ca-
racterísticas de feminicidio, pero la Procuraduría local só-
lo reconoce 145, y dejó en el olvido la otra cifra de más de
mil casos, determinando la no acción penal o su envío al
archivo.

A ello deben sumarse las desapariciones de mujeres que,
entre enero de 2011 y junio de 2012, sumaron 955, casos
en los que en 60 por ciento las víctimas tienen entre 11 y
20 años de edad.

El día 27 de febrero de 2012, a un año de que la mayoría
de los integrantes del Sistema Nacional negaran la alerta
de género, el juez noveno de distrito en materia adminis-
trativo en el Distrito Federal otorgó el amparo por la nega-
tiva de la alerta, resolviendo lo siguiente:

En esta tesitura, el 28 de abril de 2014, el SNPASEVM ce-
lebró la decimotercera sesión extraordinaria en la que
abordó la petición de la parte quejosa y determinó la pro-
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cedencia de la investigación de la declaratoria de alerta de
violencia de género para el estado de México, en los tér-
minos siguientes:v

[…] se declara la procedencia de inicio de investigación
de la declaratoria de alerta de violencia de género para
el estado de México […]

Se tiene por conformado el Grupo Interinstitucional y
Multidisciplinario, […] el cual se integra por la Secre-
taría de Salud, la Procuraduría General de la República,
la Secretaría de Desarrollo Social y el Consejo Nacio-
nal para Prevenir la Discriminación […]

[…] Se tiene por conformada la Comisión Dictamina-
dora […] integrada por la Secretaría de Salud, la Procu-
raduría General de la República, Secretaría de Gober-
nación y el Instituto Nacional de las Mujeres […]

[…] Se instruye al Grupo Interinstitucional y Multidis-
ciplinario que lleve a cabo el estudio y análisis de la po-
sible emisión de la declaratoria de alerta de violencia de
género en el Estado de México con base en la metodo-
logía previamente determinada por él mismo y aten-
diendo en todo momento al principio de debida diligen-
cia […]

A casi cuatro años de que se negara la declaratoria de aler-
ta de género de manera inicial, la situación del contexto de
violencia contra las mujeres  en el Estado de México sigue
siendo incierta, simplemente de la información proporcio-
nada por la Procuraduría se reconoce que en el 2011 se co-
metieron 282 asesinatos de mujeres en la entidad, en el 63
por ciento de los casos las víctimas murieron por actos que
implican el uso excesivo de la fuerza, en el 76 por ciento
de los casos se ignora la relación de la víctima con el vic-
timario, sin embargo aun con estos datos la procuraduría
sólo investiga como feminicidios 53 casos.

Fundado y motivado en las consideraciones antes expues-
tas, sometemos a su consideración los siguientes 

Puntos de Acuerdo

La Cámara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión:

Primero. Solicita a la Fiscalía Especial para los Delitos de
Violencia contra las Mujeres y Trata de Personas de la

PGR que coadyuve con la Procuraduría estatal en las in-
vestigaciones relacionadas con los feminicidios presenta-
dos en diversos municipios del estado de México.

Segundo. Exhorta al Sistema Nacional de Prevención,
Atención, Sanción y Erradicación de la Violencia contra
las Mujeres a emitir la declaratoria de alerta de violencia
de género para el estado de México en sentido positivo,
conforme a los planteamientos ponderados el 28 de abril
de 2014, en la decimotercera sesión extraordinaria.

Tercero. Exhorta a la Procuraduría General de Justicia del
estado de México a investigar con la debida diligencia los
feminicidios ocurridos en los municipios.

Notas:

i Sentencia del caso González y Otras (Campo Algodonero) vs. Méxi-
co Observatorio http://www.campoalgodonero.org.mx/sites/default/fi-
les/descargables-estatico/Sentencia_Campo_Algodonero.pdf 

ii ONU Mujeres. Feminicidio en México. Aproximación, tendencias y
cambios, 1985-2009. ONU Mujeres, INMujeres, Cámara de Diputa-
dos y Colmex. México, DF. Página 33.

http://cedoc.inmujeres.gob.mx/documentos_download/00_femi-
nicMx1985-2009.pdf 

iii Observatorio Nacional contra el Feminicidio. Una mirada al femi-
nicidio 2009-2010.

iv Andión Ximena, “Entre dos fuegos: La impunidad sistémica de la
violencia contra las mujeres en México”, en Superar la impunidad:
Hacia una estrategia para asegurar el acceso a la justicia. Coordinado-
ra Mariclaire Acosta. CIDE. Página 34.

v Registrada con el número de expediente 98/2011.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 7 de octubre de 2014.— (Rú-
brica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.



EVITAR LA INTRODUCCION DEL EBOLA AL
TERRITORIO  NACIONAL

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
a las Secretarías de Salud, de Relaciones Exteriores y de
Gobernación a realizar acciones de coordinación urgentes
en materia de sanidad internacional, migratoria, marítima,
terrestre y aérea, establecidas en la Ley General de Salud,
para evitar la introducción del virus del ébola en México,
a cargo del diputado Mario Alberto Dávila Delgado, del
Grupo Parlamentario del PAN

El que suscribe, Mario Alberto Dávila Delgado, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional en la
LXII Legislatura del Congreso de la Unión, con funda-
mento en lo dispuesto por el artículo 79, numeral 1, frac-
ción II, y numeral 2, fracciones III y VI, del Reglamento
de la Cámara de Diputados, sometemos a consideración
del pleno la presente proposición con el trámite de urgen-
te resolución, bajo las siguientes

Consideraciones

El virus del ébola causa en el ser humano la enfermedad
homónima (antes conocida como fiebre hemorrágica del
ébola). Los brotes de enfermedad por el virus del ébola
(EVE) tienen una tasa de letalidad que puede llegar al
90%. Los brotes de EVE se producen principalmente en al-
deas remotas de África central y occidental, cerca de la sel-
va tropical. El virus es transmitido al ser humano por ani-
males salvajes como los chimpancés, gorilas, antílopes,
puerco espín y se propaga en las poblaciones humanas por
transmisión de persona a persona. Se considera que los
huéspedes naturales del virus son los murciélagos frugívo-
ros de la familia Pteropodidae. No hay tratamiento especí-
fico ni vacuna para las personas ni los animales.1

El virus se detectó por vez primera en 1976 en dos brotes
simultáneos ocurridos en Nzara (Sudán) y Yambuku (Re-
pública Democrática del Congo). La aldea en que se pro-
dujo el segundo de ellos está situada cerca del río ébola,
que da nombre al virus.

En diciembre de 2013 surgieron, de acuerdo con la Orga-
nización Mundial de la Salud (OMS) los primeros brotes
de ébola en la República de Guinea situada en el Occiden-
te de África, padecimiento éste que muy pronto habría de
propagarse a los países vecinos de Liberia, Sierra Leona y,
mucho más recientemente a Nigeria, Malí y Costa de Mar-
fil.

De lo delicado de la situación da cuenta el hecho de que la
OMS luego de la Reunión del Comité de Emergencia haya
declarado el brote del ébola como emergencia sanitaria in-
ternacional, analizado la situación del surgimiento, sus po-
sibles consecuencias y emitido una serie de recomendacio-
nes para frenar su expansión, habiéndose señalado que
constituye un ‘hecho extraordinario’; y alertado de que re-
presenta un riesgo sanitario para otros países, además de
los directamente afectados; asimismo, sobre las posibles
consecuencias que tendría una expansión internacional del
ébola.

La Organización Mundial de la Salud (OMS) anunció el
pasado 27 de septiembre que el ébola mató a más de 3000
personas en África occidental. Los últimos datos indican
que las personas afectadas por el virus son más de 6500.
En Liberia, el país más afectado, se registraron 1578 muer-
tos de un total de 3022 casos.

En días recientes los Centros para el Control y Prevención
de Enfermedades (CDC) de Estados Unidos advirtieron
que el número de casos de infectados por ébola podría lle-
gar hasta 1.4 millones en enero próximo si no se aumentan
los esfuerzos por contener la enfermedad en África occi-
dental.

Lo alarmante de esta situación ya que este mismo martes
se dio a conocer el primer caso de virus de ébola diagnos-
ticado en Estados Unidos, Dallas, Texas, estado vecino de
México, según confirmaron los Centros para el Control y
Prevención de Enfermedades (CDC).

Por lo que el director del Departamento de Enfermedades
Trasmisibles y Análisis de la Salud de la OPS/OMS, seña-
la que todas las acciones en América deben estar orientadas
a prevenir el establecimiento de la transmisión local ante la
eventual introducción de un posible caso importado.

Por lo anteriormente expuesto es de suma importancia que
en nuestro país se adopten todas las medidas necesarias pa-
ra proporcionar a quienes viajan a zonas afectadas y de
riesgo, información pertinente sobre las medidas para mi-
nimizarlos y cómo proceder ante una posible exposición;
estar preparados para detectar, investigar y atender los ca-
sos de ébola; a proveer al público en general, de informa-
ción precisa y pertinente sobre el brote, así como la imple-
mentación de manera urgente de acciones tendientes para
generar políticas, estrategias o planes de acción nacional
multisectorial de prevención y atención oportuna en caso
de que el virus del ébola pudiese llegar al país.
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Por lo que me permito someter a la consideración de esta
honorable asamblea, con carácter de urgente y obvia reso-
lución, la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta respetuosamente a las Secretarías de Sa-
lud, Relaciones Exteriores y de Gobernación, a realizar de
manera urgente las acciones de coordinación en materia de
sanidad internacional, migratoria, marítima, terrestre y aé-
rea, que establece la Ley General de Salud; con el objetivo
de evitar la introducción del virus del ébola al territorio na-
cional.

Nota:

1 Organización Mundial de la Salud.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 7 de octubre de 2014.— Diputado
Mario Alberto Dávila Delgado (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

COMISION ESPECIAL DEL 250 ANIVERSARIO
DEL NATALICIO DEL GENERALISIMO JOSE
MARIA MORELOS Y PAVON Y EL BICENTENARIO
DE SU MUERTE

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se crea la
comisión especial para el festejo del 250 aniversario del
natalicio del Generalísimo José María Morelos y Pavón y
del bicentenario de su muerte, a cargo del diputado Silva-
no Aureoles Conejo, del Grupo Parlamentario del PRD

“Morir es nada cuando por la patria se muere.”

El que suscribe, diputado federal Silvano Aureoles Cone-
jo, integrante del Grupo Parlamentaria del PRD, con fun-
damento en los artículos 6, fracción 1, y 79, numeral 1,
fracción II y numeral 2, fracción III del Reglamento de la
Cámara de Diputados, presento ante esta Asamblea la si-
guiente proposición con punto de acuerdo, con carácter de
urgente u obvia resolución, a través de las siguientes:

Consideraciones

La memoria histórica mantiene y refuerza en una comuni-
dad la identidad y la pertenencia, el honrar a los persona-

jes que se distinguieron por su aportación para el naci-
miento del estado nacional independiente y propusieron
bases para la organización y la construcción de institucio-
nes es insoslayable.

José María Morelos y Pavón, michoacano insigne de talla
universal, nació en Valladolid, hoy Morelia, el 30 de sep-
tiembre de 1765. Vivió 50 años en los que pudo conocer
las condiciones difíciles en que vivían los mexicanos de
entonces, debatiéndose en condiciones de vida excluyentes
que obstaculizaban una vida libre ajena a la servidumbre,
la esclavitud y el sometimiento. Su vida es ejemplo y sím-
bolo de la integridad, humildad y sacrificio, valores que
siguen siendo aspiraciones para la conformación de una
patria generosa y un Estado justo y de oportunidad para ca-
da uno de sus ciudadanos y habitantes en general.

Entre los hechos a recordar destacan que una vez a la
muerte de Miguel Hidalgo, fue su impulso y su genio mi-
litar, reconocido incluso por Napoleón Bonaparte, el que
dio continuidad a la gesta revolucionaria, dándole profun-
didad y contenido a su carácter independentista, encabe-
zando la segunda etapa de la lucha insurgente siendo pro-
tagonista de actos heroicos hasta el momento de morir
fusilado el 22 de diciembre de 1815.

Pero acaso su aporte principal, más allá de la sangre verti-
da en campaña por hacer de México un país independien-
te, son sus ideas y su visión política para dar forma a una
patria con orden, constitucionalidad e institucionalidad al
país que entonces todavía soñaba independiente y que al
paso de su ejército iba dejando sembradas disposiciones
legislativas, decretos e instituciones.

Morelos fue el primero en concebir a una patria cabalmen-
te independiente de España, diferente y separada, autóno-
ma y americana, y por ello expidió la convocatoria para el
que sería el Congreso de Anáhuac, inaugurado el 13 de
septiembre de 1813 en Chilpancingo, y en ese ámbito pro-
nunció su famoso discurso “Sentimientos de la Nación” en
el que enuncia sustantivamente su ideario político.

El Congreso procedió a declarar el 6 de noviembre, la in-
dependencia de América Septentrional, con el decreto si-
guiente: “Queda rota para siempre jamás y disuelta la de-
pendencia del trono español”, y finalmente este órgano
representativo y colegiado promulgó la primera Constitu-
ción de México, la Constitución de Apatzingán.



Son documentos históricos políticos que significan la base
del constitucionalismo mexicano. Los valores democráti-
cos son evidentes en frases icónicas de Morelos como:

Que la esclavitud se proscriba para siempre y lo mismo la
distinción de castas. Quedando todos iguales, y sólo dis-
tinguirá a un americano de otro el vicio y la virtud.

Que se eduque al hijo del labrador y del barrendero como
al del más rico hacendado.

La comisión especial que propongo crear ha de coordinar
esfuerzos y trabajos con los cuerpos legislativos de las en-
tidades de la República, con el gobierno federal y aquellos
de los estados y del Distrito Federal, así como con el Po-
der Judicial de la federación.

Los trabajos que la comisión propuesta realice habrán de
difundirse entre los ciudadanos mexicanos con el fin de re-
forzar los valores de la patria, y hacer presente el conoci-
miento de la vida, acciones y legado de quien fuera uno de
los más notables padres fundadores de nuestro país.

Reforzar el orgullo por nuestro pasado heroico nos pone
ante la posibilidad de vivir un presente cierto y la de cons-
truir un futuro más justo, incluyente y próspero para todos.

No omito traer a la memoria, que en el ideario de Morelos
figura la anteposición del Congreso al Ejecutivo. Para Mo-
relos los dos Poderes son esenciales, pero el Congreso es
el poder fundamental y fundante de la nueva república.

Tan ajeno fue Morelos al mando unipersonal, que en su
mente genial, colegió incluso al Ejecutivo en un triunvira-
to, del cual, como consta en la historia, también formó par-
te.

Honrar a José María Morelos y Pavón es honrar a la liber-
tad, a la dignidad y a la inteligencia.

Por lo expuesto, someto a la consideración de esta asam-
blea la siguiente proposición con

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados crea la Comisión Es-
pecial para la conmemoración del 250 aniversario del na-
talicio y bicentenario de la muerte del generalísimo José
María Morelos y Pavón.

Segundo. La Comisión Especial se integrará por el núme-
ro de diputados que determine la Junta de Coordinación
Política, tomando en cuenta representación de cada uno de
los grupos parlamentarios en la Cámara de Diputados y és-
ta tendrá las siguientes funciones:

1. Impulsar, organizar, desarrollar y dar seguimiento a
las actividades conmemorativas de divulgación, edi-
ción, celebración que se realicen en conmemoración del
250 aniversario del natalicio y bicentenario de la muer-
te del generalísimo José María Morelos y Pavón.

2. Coordinar sus actividades con las de las dependen-
cias del gobierno federal y de las entidades federativas;
los órganos legislativos de las 32 entidades de la Repú-
blica; así como con el Poder Judicial de la federación.

3. Las demás que determine la Junta de Coordinación
Política.

Tercero. La Comisión Especial para la conmemoración
del 250 aniversario del natalicio y bicentenario de la muer-
te del generalísimo José María Morelos y Pavón tendrá vi-
gencia a partir del día de publicación de su creación en la
Gaceta Parlamentaria y Diario Oficial de la Federación
hasta la conclusión de 2015.

Cuarto. La Comisión Especial para la conmemoración del
250 aniversario del natalicio y bicentenario de la muerte
del generalísimo José María Morelos y Pavón contará con
los recursos humanos, técnicos y financieros necesarios
para la realización de sus atribuciones, con apego a la nor-
matividad aplicable de la Cámara de Diputados del Hono-
rable Congreso de la Unión.

Dado en el salón de sesiones de la Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión, el 7 de octubre de 2014.— Diputado Silvano
Aureoles Conejo (rúbrica).»

Se turna a la Junta de Coordinación Política, para su
atención.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 7 de octubre de 2014 / Anexo27



Año III, Primer Periodo, 7 de octubre de 2014 / Anexo Diario de los Debates de la Cámara de Diputados28

APLICAR LO ESTABLECIDO POR EL ARTICULO 37
DE LA CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS
UNIDOS MEXICANOS, EN EL CASO DE RAUL
PLASCENCIA VILLANUEVA

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al Ejecutivo federal a aplicar lo establecido en el artículo
37 constitucional en el caso de Raúl Plascencia Villanue-
va, quien recibió la medalla de primer grado del Control
Yuan del gobierno de Taiwán sin solicitar a la SRE la au-
torización correspondiente, suscrita por los diputados Ri-
cardo Mejía Berdeja y Ricardo Monreal Ávila, del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano

Ricardo Mejía Berdeja y Ricardo Monreal Ávila, diputa-
dos integrantes de la LXII Legislatura del Congreso de la
Unión y del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciuda-
dano, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 6,
fracción I, y 79, numeral 2, fracción II, del Reglamento de
la Cámara de Diputados, presentan ante la Cámara de Di-
putados, el presente punto de acuerdo conforme a la si-
guiente.

Exposición de Motivos

En días recientes, el diario Reforma publicó una nota en
donde se da a conocer que, en el pasado mes de mayo, Ra-
úl Plascencia Villanueva, Presidente de la Comisión Na-
cional de los Derechos Humanos (CNDH), recibió la Me-
dalla de Primer Grado del Control Yuan del Gobierno de
Taiwán sin haber solicitado la autorización correspondien-
te a la Secretaría de Relaciones Exteriores, SRE.

Según lo que detalló el periódico “la Dirección General de
Protocolo de la SRE confirmó no haber recibido ninguna
solicitud de permiso en ese sentido por parte del ombuds-
man y tampoco existe registro en la página de internet de
la dependencia, que mes por mes publica el listado de to-
dos los permisos otorgados a ciudadanos en este rubro”.

Cabe señalar que Plascencia Villanueva viajó a Taiwán,
junto con su esposa Deyanira Ortiz, “a pesar de que este
país no tiene relaciones diplomáticas con México, única-
mente políticas”.

La República Popular de China exige a todos los países
con los que sostiene relaciones abstenerse de hacer lo pro-
pio con naciones que no reconozcan a Beijing como único
gobierno”;1 por lo que este principio político de “una sola

China”, niega a sostener relaciones diplomáticas con Tai-
wán.

Al respecto, el artículo 37 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos establece como una de las
causas de la pérdida de la ciudadanía mexicana “aceptar o
usar condecoraciones extranjeras sin permiso del Ejecuti-
vo federal”; por lo que los hechos en los que participó
Plascencia Villanueva son motivo suficiente para la apli-
cación de lo establecido en este precepto constitucional.

Es por ello que, atendiendo a lo establecido en la Consti-
tución, nos pronunciamos porque el titular del Poder Eje-
cutivo federal aplique las sanciones correspondientes con
la finalidad de cumplir con la legislación; razón por la cual
presentamos a esta asamblea el siguiente resolutivo con

Punto de Acuerdo

Único. La honorable Cámara de Diputados exhorta a las
Secretarías de Gobernación, y de Relaciones Exteriores a
dar cumplimiento a lo previsto en la fracción III inciso C
del artículo 37 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos a fin de iniciar el procedimiento de pér-
dida de la ciudadanía del presidente de la Comisión Na-
cional  de los Derechos Humanos, Raúl Plascencia Villa-
nueva.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 7 de octubre de
2014.— (Rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Gobernación, para dictamen.

RESPONSABLES DE LOS CRIMENES CONTRA LOS
ESTUDIANTES DE LA NORMAL RURAL DE AYOT-
ZINAPA, GUERRERO

«Proposición con punto de acuerdo, para exigir justicia
ejemplar y expedita contra los responsables de los críme-
nes de estudiantes de la normal rural de Ayotzinapa, Gue-
rrero, a cargo de la diputada María del Socorro Ceseñas
Chapa, del Grupo Parlamentario del PRD

La suscrita, integrante del Grupo Parlamentario del PRD,
con fundamento en los artículos 6, numeral 1, fracción I;
62, numeral 3; 79, numerales 1, fracción II, y 2; 100; y 113



del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a con-
sideración de esta soberanía proposición con puntos de
acuerdo, de urgente u obvia resolución, en los siguientes
términos

Consideraciones

En algo que ya es un escándalo entre la comunidad inter-
nacional, nuestro país, salvo algunas zonas, se ha transfor-
mado en un matadero de seres humanos y de desaparicio-
nes forzosas, y en  un verdadero paraíso para otros tipos de
delitos graves, y para el actuar de la delincuencia organi-
zada nacional e internacional. Sin que muchas veces exis-
ta claridad en la frontera entre gobierno y delincuentes.
Nuestro pueblo desconfía cada vez más de sus institucio-
nes. Somos la capital mundial de los delitos de lesa huma-
nidad. Pero sobre todo, somos paradigma de impunidad.
En suma, se ha desatado lo que más parece una guerra su-
cia contra el pueblo, para lo que ha coadyuvado inclusive
la entrada masiva de armas enviadas por el gobierno de Es-
tado Unidos de América con pretextos fútiles, bajo el co-
nocimiento y paciencia sobre todo del anterior gobierno
federal, en clara agresión de nuestra soberanía. 

Y bien, en la historia de una nación hay hechos que equi-
valen a la gota que derrama el vaso. En nuestro país, las 22
muertes de Tlatlaya (ya reconocidas como ejecuciones su-
marias por la Procuraduría General de la República), que
tuvo lugar el 30 de junio pasado, y los asesinatos y des-
apariciones forzadas de normalistas en Iguala, Guerrero,
entre la noche del 26 y madrugada del 27 de septiembre del
2014, en este caso 3 normalistas fueron asesinados: Daniel
Solís Gallardo, originario de Zihuatanejo; Julio César
Mondragón, quien fue torturado y desollado: le quitaron la
piel del rostro y le sacaron los ojos –era oriundo de la ciu-
dad de México–; y el tercer estudiante, aún no ha sido
identificado; además de otras 3 personas, entre ellas un jo-
ven futbolista de tercera división de nombre Josué García
Evangelista; además de que ¡para horror! por lo menos
otros 43 normalistas están desaparecidos, aunque ya hay
indicios de que también pudieron ser asesinados, partien-
do de que hasta el momento 28 cuerpos calcinados fueron
exhumados de seis fosas ubicadas en las faldas de un cerro
en Pueblo Viejo, también de Iguala, Guerrero. 

Uno de los asesinados, ¡otro horror!, fue desollado de su
rostro, como ya antes referimos. Veamos lo que nos dice el
diccionario: Desollar. Quitar la piel, o parte de ella, a un
animal, en especial a los destinados al consumo humano.

Es decir, a un humilde joven, además de asesinarlo, se le
dio el trato de animal, dentro de las peores prácticas de al-
gunos grupos fascistas. No se respetó la necesaria dignidad
de un cadáver humano.

Todo, porque el día 26 de septiembre pasado, un grupo de
estudiantes de manera pacífica acudió a Iguala para hacer
una colecta para ayudar a cubrir los gastos del internado
que tiene la normal de Ayotzinapa. Al concluir esta activi-
dad, abordaron 3 autobuses; sin embargo, les cerró el paso
un grupo de policías municipales, quienes, acto seguido,
comenzaron a accionar sus armas y se llevaron en sus pa-
trullas a alrededor de 20 alumnos, que hasta el momento
están desaparecidos. Luego es indubitable la participación
de estos policías en las desapariciones, y luego, en su ca-
so, en los asesinatos de los jóvenes normalistas.

Ante este primer ataque, los estudiantes se replegaron y en
cuanto pudieron se reunieron para dar una rueda de pren-
sa, mas otra vez fueron atacados por un grupo armado ves-
tido de civil (al parecer perteneciente al crimen organiza-
do y cercano al presidente municipal, ahora prófugo).
Ocasión en que otro grupo de jóvenes desapareció. 

Por cierto, José Luis Abarca Velázquez anduvo propalan-
do, por varios días, en los medios de difusión su insosteni-
ble versión, de que mientras estos terribles hechos tenían
lugar, él andaba entre bailes y tacos y era absolutamente
ajeno a los mismos. Dándosele todo el tiempo para su fu-
ga. Incluso se dio el lujo de presentarse ante el Cabildo el
día 30 para solicitar su licencia por sólo un mes.

En una terrible peregrinación, a partir del 27 de septiem-
bre, alumnos y padres de familia han estado localizando a
los jóvenes desaparecidos, con edades entre 18 y 25 años.
De manera lenta, los gobiernos estatal y federal han co-
menzando a apoyar la búsqueda. Y como este caso, pode-
mos hacer una enciclopedia casi infinita de los crímenes de
que han sido víctimas los mexicanos. Esto es insostenible,
si queremos seguir viviendo como Estado y nación.

Por todo lo expuesto y fundado, someto a consideración de
esta soberanía, con carácter de urgente y obvia resolución,
la siguiente proposición con 

Puntos de Acuerdo

Primero. Se exhorta a todos los Poderes de la Unión y las
autoridades de todos los órdenes de gobierno a fortalecer
su coordinación y el uso pleno de sus facultades, para que
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cumplan con su primera obligación, la de tutelar la vida y
seguridad de los habitantes de nuestra nación, incluidas las
indispensables medidas de índole social, poniendo fin al
estado de indefensión, arbitrariedad y terror en que vivi-
mos los mexicanos.

Segundo. Se exhorta a las autoridades federales y locales,
en el ámbito de sus respectivas atribuciones, a sancionar
con todo el rigor de la ley a los responsables del asesinato
y desaparición forzada de los estudiantes de la normal ru-
ral Isidro Burgos de Ayotzinapa, Guerrero, lo que a estas
alturas ya es un reclamo general de la opinión pública na-
cional y de  la comunidad internacional.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 7 de octubre de 2014.— Diputada
Socorro Ceseñas Chapa (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Derechos Humanos, para
dictamen.


